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JULIÁN LÓPEZ GARCÍA: La sociedad tec

nológica.

Se ponen de relieve los valores y con-
travalores de la sociedad tecnológica. Su
conocimiento puede contribuir a la crea-
ción de una conciencia necesaria, sobre
la misma, de manera que el hombre sea
capaz de crear un equilibrio armónico
entre el desarrollo tecnológico, irrever-
sible, y unas condiciones socioculturales
más humanas.

JAVIER GOROSQUIETA: La calidad de la

vida: comentario a tres informes.

Los tres informes que se comentan,
son: el de un grupo de científicos del
M. I. T. (Massachusetts Institute of Tech-
nology) publicado en 1972; el informe
Mansholt, Presidente de la Comisión Eu-
ropea de la C. E. E., y la Declaración
de la Conferencia de las Naciones Unidas
sobre el medio humano, celebrada en Es-
tocolmo en junio de 1972.

De tales informes se deduce no una
incitación a la dictadura, es, por el con-
trario, un llamamiento a la política para
que colabore en ayudar al hombre libre
a redescubrir su propia libertad; una li-
bertad ahogada, en unos casos, por la
pobreza, el hambre y la enfermedad; en

otros, por la esclavitud de una sucia
cadena de montaje —la economía tecno-
crática— y de un consumismo desorbi-
tado.

FRANCISCO BELDA, S. }.: Contaminación

moral.

La contaminación moral no ha sido
estudiada científicamente en la mayor par-
te de sus manifestaciones, pero la perci-
bimos inmediatamente todos los días. En
su puesto de trabajo —que es donde pasa
la parte más importante del día— el
hombre corriente se tropieza fácilmente
con la adulación, la envidia, la arbitra-
riedad, el egoísmo y la deshonestidad. Si
uno quiere comprar algo, tiene que tener
cuidado de que no le engañen. La crimi»
nalidad y el gamberrismo se van con-
virtiendo en algo más frecuente y de ex-
periencia más inmediata. Ya no son co-
sas que únicamente se leen en los pe-
riódicos y que les pasan a seres desco-
nocidos.

Es muy loable la preocupación por la
calidad de la vida de que hacen gala los
estudiosos de la contaminación, pero, ¿no
sería necesario ampliar el abanico de los
contaminantes?

VICTORINO ORTEGA : Protección del me-

dio ambiente y ley del Suelo.

El estar convencidos de que las zonas
libres de edificación, ios espacios verdes.
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las calles anchas, los edificios bajos, son
factores que colaboran en el manteni-
miento de la salubridad ambiental, nos
ha movido a tratar en un solo artículo la
ley de Protección del Ambiente Atmos-
férico y el todavía proyecto de ley sobre
Régimen del Suelo y Ordenación Urbana.

FRANCISCO AZCONA: Contenido de los

convenios colectivos de Navarra.

Los aspectos que se consideran son:
ámbito territorial, ámbito personal, vi-
gencia y revisiones, Comisión mixta, re-
percusiones en precios, categorías profe-
sionales y jornada laboral.

ADOLFO RODERO FRANGANILLO: El crédi-

to al sector agrario.

Se exponen los problemas específicos
del crédito cuando afecta al sector agra-
rio.

Se estudia el sistema español, anali-
zando diversas instituciones de crédito,
tanto oficial como privado, completando
esta parte con una crítica del sistema de
crédito en conjunto.

Finalmente, se considera la situación
en Andalucía respecto al crédito agrario,
observando el trato desfavorable que su-
fre esta zona del país.

REVOTA IBEROAMERICANA
DE SEGURIDAD SOCIAL

Madrid
Instituto Nacional de Previsión

Año XXII, núm. 3, mayo-junio 1973.

PEDRO GARCÍA DE LEÁNIZ Y DE LA TORRE:

Seguridad Social y redistribución de la
renta.

Un Estado social tiene que actuar, ca-
da vez más, en una ingente tarea de re-

distribución si quiere cumplir sus fines y
lograr sus objetivos de justicia social. En
él, desde un punto de vista católico, ha
de salvaguardarse el sentido personalista
frente a una excesiva colectivización, pe-
ro no cabe olvidarse que el horizonte
hacia el que, poco a poco, avanzan los
pueblos más adelantados del Planeta, se
dibuja más cada día como un porvenir
en el que lo personal y lo comunitario
son perfectamente compatibles; en el que
una socialización del desarrollo permite y
necesita también una humanización y que
todo ello apunta, en definitiva, hacia el
humanismo social que armonizaría la par-
ticipación social y la libertad personal
del individuo, con una solidaridad y una
justicia social plasmada en una sociali-
zación de los instrumentos y los bienes
precisos para lograrla.

La Seguridad Social es, en este senti-
do, un formidable instrumento redistri-
buidor, y puede resultar, en su acción,
pacíficamente revolucionaria. Si los plan-
teamientos económicos en una redistri-
bución general de rentas adquieren im-
portancia y fundamentación del primer
rango, en la acción redistribuidora de
la Seguridad Social es preciso insertar-
los en un planteamiento, si cabe, más
ambicioso. A través de ella, y en estre-
cha relación con otras acciones sociales
y estatales redistribuidoras, se llevará a
cabo, si está bien organizada y orienta-
da, una redistribución económica de ren-
tas, tanto mediante la cotización como
mediante las prestaciones. Pero es im-
prescindible que en ello participe, a tra-
vés de su financiación, toda la población,
y más todavía los sectores más pudientes
o con mayores posibilidades, y, al mis-
mo tiempo, reciban más quienes más
precisen, por su situación más necesita-
da o más desigualmente injusta.
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JUAN ANTONIO SAGARDOY BENGOECHEA:

La condición jurídico'laboral de los ju'
^adores profesionales de fútbol.

Se contiene el dictamen emitido por el
autor, en 1971, a petición de la Delega-
ción Nacional de Educación Física y De-
portes.

El futbolista profesional reúne todos
y cada uno de los presupuestos sustanti'
vos para ser considerado como trabaja-
dor por cuenta ajena y, por ende, su
contrato como de trabajo, aunque espe-
cial. No obstante, le falta el presupuesto
adjetivo, por estar excluido de la legis-
lación laboral, de acuerdo con la Regla-
mentación de Trabajo de Espectáculos y
Deportes, de 29 de abril de 1950, en re-
lación con e! artículo 7.0 de la ley de
Contrato de trabajo.

En consecuencia, los futbolistas profe-
sionales están excluidos de la normativa
laboral, con todas sus consecuencias, ya
sean las sustantivamente laborales, inclu-
yendo la sindicación, como las referentes
a la Seguridad Social.

Núm. 4, julio-agosto 1973.

LEOPOLDO ARRANZ ALVAREZ y JOSÉ PLA-

SENCIA HERNÁNDEZ: La prestación far'
macéutica en Europa.

La ordenación de la prestación farma-
céutica en Europa tiene un carácter mar-
cadamente defensivo frente a la anarquía
cualitativa —multiplicidad de especiali-
dades— y cuantitativa —nivel de pre-
cios— del mercado farmacéutico.

Puede afirmarse, sin grave riesgo, que
las decisiones sobre la composición del
mercado y el nivel de precios quedan,
en general, fuera de control de la Segu-
ridad Social, y que todos los sistemas
defensivos ensayados han puesto de ma-
nifiesto su insuficiencia, no constituyen-

do al final más que paliativos para cortar
la hemorragia de los gastos.

En cuanto a las relaciones de la Segu-
ridad Social con la producción, cabe afir-
mar que quienes deciden sobre la compo-
5ici¿n cunlitntivn y cuantitativa del mer-
cado sólo están sujetos a unas limitadas
garantías sanitarias, y en la mayoría de
los países son unos personajes con los
que no se trata la Seguridad Social.

Por último, en cuanto a la relación de
comercialización al por menor, una cosa
puede afirmarse: que con excepciones
muy singulares, la función comercializa-
dora está encomendada a una profesión:
la farmacéutica, pero, en ocasiones, ob-
servación importante, desvinculada del de-
recho de propiedad del establecimiento.

B. BERJÓN: La instituáón mutualista.

Se contemplan variados aspectos de la
institución mutualista, intentando enmar-
car su tipología en grupos fundamentales
debidamente definidos y caracterizados.

Se analiza también la normativa regu-
ladora de las distintas clases, prestando
especial atención a su aspecto constitucio-
nal y operativo.

En el aspecto financiero se califica a
las Mutuas de entidades financieras, de-
jando constancia esquemática de la nor-
mativa actual relativa a la inversión de
fondos o reservas técnicas.

Se consigna una breve información es-
tadística demográfico-económica indicati-
va de !a expansión alcanzada por las dis-
tintas clases de Mutualidades conside-
rada.

Por último, la intencionalidad funda-
mental de todo lo expuesto es dar a co-
nocer el espíritu mutualista y su instru-
mentación actual, para que una mayor
educación y conocimiento institucional ha-
ga posible un engrandecimiento de esta
importante y cualifiacada empresa típica-
mente comunitaria.

JULIÁN CARRASCO BELINCHÓN
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A L E M A N I A

RECHT DER ARBEIT

Núm. 5, septiembre-octubre 1973 (i).

PETER HANAU: Principios generales de la

cogestión empresarial (2).

Se plantea el autor si los principios
acrisolados por la doctrina alrededor de
la anterior ley sobre estructura jurídico-
laboral de la Empresa {BetrVG) de 1952
valen para la actual, de 15 de enero de
1972, o si, por el contrario, han sido
esencialmente modificados. Ocho princi-
pios hermenéuticos habían sido extraídos
por los investigadores de la ley anterior:

a) No hay cogestión respecto a las
condiciones materiales de trabajo.

b) No hay cogestión respecto a las
concesiones graciables del empleador.

c) No hay cogestión en cuestiones
reguladas convencionalmente.

d) La cogestión comprende un de-
recho de iniciativa del Jurado de Em-
presa .

e) No hay cogestión en cuestiones
individuales.

f) El acatamiento del derecho de
cogestión es requisito de eficacia de
las medidas del empleador.

g) En casos de urgencia puede
adoptar el empleador medidas provi-
sionales sin el asentimiento del Ju-
rado, siempre que simultáneamente lo
comunique al órgano de composición.

h) La ampliación de la cogestión
mediante convenio o pacto de Empre-

(1) Por dificultades de recepción de la
Revista, me ver. obligado a omitir la re-
censión ílc los <.los cuadernos anteriores,
lo qrie espero poder subsanar en breve.

(¿) Allgemeine Gntndsatzc der belricb-
Hchen Mithestiinnving, págs. 281 a 294.

sa sólo se permite respecto de cues-
tiones sociales.

La vigente ley ha ampliado, en líneas
generales, la participación de los trabaja-
dores en la problemática laboral de la
Empresa, introduciendo la cogestión en
una serie de puntos. El ensayo del pro-
fesor Hanau tiene interés, no sólo para
conocer hasta dónde llega actualmente en
Alemania el reparto de poderes entre el
empleador y e! Jurado de Empresa, sino
también para admirar el rigor con que
se han analizado y distinguido en aquel
país los diferentes grupos de materias ob-
jeto de la cogestión.

1. Condiciones materiales de trabajo.
Indica el autor la falta de unanimidad
en torno al alcance de este concepto,
entendiéndose por la mayoría de los au-
tores como el conjunto de prestaciones y
contraprestaciones en la relación laboral;
propone además incluir en él a las obli'
gaciones financieras del empleador aun
en los casos en que no sean contrapres-
tación del trabajo, y excluir del concepto
los métodos de fijación del salario. Pues
bien: en este ámbito, la cogestión se
extiende, en materias económicas, al plan
social; en cuestiones de personal, a las
líneas directrices sobre traslados, clasifi'
caciones y redasificaciones; y en cuestio-
nes sociales, entendiendo el autor que la
nueva ley quiere mantener la diferencia-
ción entre condiciones formales y mate
riales de trabajo, propone como princi-
pio derivado de los múltiples matices
contenidos en la regulación vigente el de
que la cogestión afecta únicamente a
aquellas condiciones materiales en estre-
cha conexión con condiciones formales
de trabajo. Realmente, los ejemplos que
aporta el autor nos hacen dudar de has-
ta qué punto responden a una contcapo-
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sición entre los conceptos «formal» y
«material»; quizá fuera más útil, como
piensa una parte de la doctrinaf prescin-
dir de esta distinción.

2. Concesiones graciables del emplea-
dor,—Permanecen fuera de la cogestión,
salvo cuando se destinan a una obra so-
cial para los trabajadores de la Empresa
(So¿tcúeinrichtuns), en que la dotación
financiera y la destinación permanecen
en manos del empleador, pero no así la
.administración.

3. Derecho de iniciativa,.—La coges-
tión comprende, no sólo un derecho de
veto, sino también un derecho a iniciar
la nueva regulación de una materia com-
prendida en el ámbito de la participa-
ción, inclusive contra la voluntad del em-
pleador, recurriendo a la Magistratura o
al órgano de composición. Tal derecho
compete al Jurado como regla general en
las cuestiones sociales, pero sólo excep-
cionalmente en cuestiones de personal y
económicas.

4. Respecto de cuestiones individua-
les, la nueva ley establece ya algún su-
puesto de cogestión (vacaciones del traba-
jador). Los problemas aquí planteados
tienen un gran interés por cuanto hace
al respeto de la esfera individual del tra-
bajador. En efecto: el profesor de Colo-
nia se cuestiona hasta qué punto puede
«el Jurado de Empresa traer al órgano de
composición un comportamiento del em-
pleador que perjudica a cierto trabaja-
dor; de la interpretación de los parágra-
fos 84 y 85 deduce que sólo puede ha-
cerlo a petición de éste. Por otra parte,
¿qué derechos asisten al trabajador in-
dividual cuando el Jurado ejercita su de-
recho de cogestión contra una medida
del empleador que favorece a aquél, o,
por el contrario, cuando no ejercita ese
derecho contra una decisión del emplea-
dor perjudicial para él? El trabajador

debe defenderse utilizando ante todo las
vías individuales, en el marco de su re-
lación jurídica con el empleador, y sólo
cuando ello no sea posible puede acudir
a Magistratura en demanda de un auto
(Beschlussver}ahren) que resuelva sobre
la actuación del Jurado; la prelación del
procedimiento individual sobre el colec-
tivo no queda bien descrita en el ensayo,
aun cuando Hanau cita en su apoyo al-
guna doctrina, y parece deducirse que
se trata de un principio extraído de al-
gunos preceptos concretos. La legitima-
ción para iniciar un proceso de índole
colectiva, contra las decisiones del Jura-
do, corresponde al trabajador (con las li-
mitaciones antedichas), aunque la ley no
lo determine expresamente: pues se ad-
mite comúnmente que quien está legiti-
mado como parte en un proceso puede
también iniciarlo.

5. La teoría del requisito de eficacia,
esto es, la obligación que tiene el emplea-
dor de respetar en sus actuaciones los de-
rechos de cogestión so pena de ineficacia,
era referida bajo la anterior ley a sólo
las cuestiones sociales; de la nueva nor-
mativa deduce Hanau la ampliación de
la teoría a las cuestiones de personal.
Pero el problema básico actualmente
planteado en torno a estas ampliaciones
de la cogestión es el de si la ineficacia
alcanza incluso a decisiones del emplea-
dor en beneficio del trabajador, cuando
ha omitido el trámite del asentimiento
del Jurado; en base a una sentencia de'.
Tribunal Supremo de 14 de junio de
1972, sobre un caso de clasificación en
categoría superior, entiende el autor apli-
cables los principios de la relación labo-
ral fáctica, produciéndose la ineficacia
sólo ex nunc, no ex tune; junto a ello,
y para el caso de que el empleador con-
tratara y efectivamente empleara a un
trabajador omitiendo el consenso del Ju-
rado, Richardi y Wiedemann han dado
ya la respuesta más ajustada a derecho:
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el empleador no puede impugnar sus
propios actos, por el venire contra factum
proprium, y sólo el Jurado puede, en
tiempo y forma, plantear su disenso. Ha-
nau acepta esta teoría sin reservas, a
pesar de que, a mi juicio, presenta cier-
tas objeciones: pues la doctrina del ve-
nire contra factum no encuentra aplica*
ción cuando los «hechos» que se impug-
nan adolecen de nulidad.

6. Para casos de urgencia, el Tribu-
nal Supremo había admitido bajo el im-
perio de la ley anterior la posibilidad de
adoptar medidas provisionales sin el
asentimiento del Jurado, dando cuenta de
ello inmediatamente al órgano de compo-
sición; la ley de 1972 acoge expresa-
mente la solución jurisprudencial en cues-
tiones de personal y en marina mercan-
t e ; pero, ¿quid respecto de las cuestio-
nes sociales? En favor de la aplicación
analógica de aquellas normas habla el he-
cho de que algunos importantes conve-
nios han introducido normas similares en
cuestiones sociales; pero en contra está
el que tales temas no presentan normal-
mente carácter urgente; que la vigente
ley los haya omitido de tal regulación,
cuando precisamente la elaboración juris-
prudencial que le da origen se había cen-
trado en torno a ellos; y que el orga-
nismo dirimente en conflictos sobre cues-
tiones sociales no es la Magistratura, sino
un órgano de composición ad hoc, que
en la mayoría de los casos debería cons-
tituirse previamente, ralentizando la si-
tuación en perjuicio' del Jurado. Por ello
cree Hanau aplicable el parágrafo 85 de
la ley sobre Magistraturas de Trabajo, el
cual posibilita la actuación interdíctal del
Magistrado en todo el ámbito de la co-
gestión: en caso de urgencia, si el Jura-
do se opone a una decisión del empleador
en cuestiones sociales, puede éste recurrir
al Magistrado en solicitud de un inter-
dicto (einstweilige Verfiigung), hasta
tanto se constituya el órgano de compo-

sición que ha de decidir sobre la propie-
dad o impropiedad de la medida adopta-
da. La solución de Hanau, ciertamente
jurídica, parece bastante complicada,
pues, hasta que se emite el interdicto, el
empleador puede adoptar una medida
provisional; el Magistrado puede enton-
ces modificarla; y el órgano de compo-
sición, por último, imponer una nueva
variación —o la supresión de la medi-
da—, todo ello en un supuesto de ur-
gencia.

El autor termina su importante ensayo-
estudiando las posibilidades que ofrece
la nueva ley para ampliar la cogestión
a través de convenios y pactos de Empre-
sa, más bien en tono descriptivo que
constructivo, y con unas conclusiones que
resumen las largas páginas antecedentes.

KLAUS SCHMIDT: Eí despido de vocales
del Jurado de Empresa (3).

El autor parte de unas afirmaciones
muy discutibles, pero extremadamente
interesantes: el Jurado de Empresa asu-
me en ésta una especial situación, en
cuanto órgano del personal y, al mismo
tiempo, órgano constitucional de la Em-
presa misma (4). De ahí que un despido

(3) Die Kündigung gegenñber Jleírieb-
sratsmitgliedern, págs. 294 a 300.

(4) Bl autor cita una sentencia del
Tribunal Supremo de 6 de noviembre de
1959 para calificar al Jurado de Empresa
como órgano del personal, pero la ver-
dad es que la naturaleza jurídica del
Jurado se halla bastante discutida en
Alemania, como en nuestro país. La ex-
presión «órgano constitucional de la Em-
presa» hace referencia a una analogía
frecuentemente subrayada en aquel país
entre los órganos de la democracia polí-
tica y los de una futura democracia eco-
nómica —en la Empresa—; de la acep-
tación que la analogía ha encontrado
desde los más tempranos orígenes de la
cogestión en Alemania da idea el nombre
recibido por leyes sobre participación del
personal en las decisiones de la Kmpre-
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de un vocal haya de verse influido por
tales características. La nueva ley sobre
estructura jurídico'laboral de la Empresa
ha modificado al respecto la regulación
del tema, ampliando el ámbito personal
de la protección contra el despido de vo-
cales, y el contenido materia! de ella, y
su duración.

Durante el tiempo del mandato, los
vocales sólo pueden ser despedidos por
causa grave y con el asentimiento de!
Jurado.

El requisito de causa grave lleva, según
entiende el autor, a una importante con-
clusión : el despido ordinario (desisti-
miento, receso), que el Ordenamiento
alemán permite con sólo observar los
plazos de preaviso establecidos, queda
excluido en este caso; ya no basta una
mera causa razonable, es necesaria una
causa grave, admitida como tal en el
elenco que, a falta de una enumeración
legal, han elaborado la jurisprudencia y
la doctrina. Por otro lado, la 'esión por
el vocnl de ios poderes que le han sido
conferidos no constituye causa grave que
justifica el despido, sino únicamente mo-
tiva la desposesión del vocal y su exclu-
sión del Jurado, declarada por el magis-
trado a petición del empleador; a menos
que aquella lesión de sus deberes como
vocal comporte simultáneamente una gra-
ve lesión de los deberes jurídico-indivi-
duales emanantes de la relación laboral.

En cuanto a! consenso de! Jurado sobre
el despido, el parágrafo 103 BetrVG ha
venido a establecer una actuación suple-
toria del Magistrado cuando éste, frente
al parecer del Jurado, entiende existente
una causa grave legitimadora; p a r a
Schmidt, el precepto encuentra aplicación
analógica para los casos en que sólo haya
un delegado dei personal, o en que se
quiera despedir a iodos los vocales del
Jurado: el empleador debe entonces acu-
sa : Hclriebsvcrfassiingsgcsetz, es decir,
ley constitucional —o estructural— de la

dir a Magistratura de Trabajo para que
confirme el despido, ya sea porque el Ju-
rado se ha negado a ello, ya porque ju-
rídicamente no está en condiciones de
asentir.

Terminado el mandato, la protección
Lor.tr.i rl despido permanece, aunque en
versión más atenuada: se precisa causa
grave, pero sólo hay obligación de infof
mar a1 'unido: A cabo de un año, la pro-
tección decae. El autor dedica sólo unas
líneas a la cuestión, que no parece pro-
blemática.

Por último, Schmidt aborda la regula-
ción de! despido de los vocales por cau-
sas objetivas (excesiva onerosidad sobre-
venida, imposibilidad sobrevenida). La
doctrina discute si nos hallamos ante un
caso de desistimiento (despido ordinario),
o de resolución por causa grave (despido
extraordinario); las consecuencias prácti-
cas de calificar la extinción del contrato
en uno u otro supuesto serían en aquel
Ordenamiento, la observancia de los pla-
zas de preaviso en el desistimiento, o el
asentimiento del Jurado en la resolución.

Para el autor, la solución más conforme
a Derecho es la de conceptuar la denun-
cia como un despido ordinario, siguiendo
a la doctrina dominante, en base a la vo-
luntad del legislador de otorgar la má-
xima protección posible al Jurado de Em-
presa, junto con otros argumentos de ín-
dole histórica y práctica. De esta forma,
los vocales despedidos perciben los sa-
larios del preaviso, mientras que, de con-
siderarse despido extraordinario, podría
darse el supuesto de que el Jurado de
Empresa recibiera un trato peyorativo
con respecto a los demás trabajadores,
frente a los cuales hay que observar el
preaviso (5).

(51 T.a consideración como despido or-
dinario de l:i resolución por motivos ob-
jetivos tiene naturalmente unas matiza-
ci'mcri ti las qne el autor no alude, pero
que pueden verse, por ejemplo, en
Ilueck/Xippetdey, Lehrbuch des Arbeits-
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RUDOLF SCHNEIDER: El mantenimiento

del salario durante la enfermedad del

destajista (ó).

La ley sobre conservación del salario
(LFG), de i de enero de 1970, en su pa-
rágrafo 1, establece la obligación del em-
pleador de pagar un sustituto de salario
en el supuesto de enfermedad del traba-
jador durante un período de seis sema-
nas. Cuál deba ser su cuantía, es algo
que la LFG deja sin concretar demasiado
en cuanto a los destajistas: pues su pa-
rágrafo 1 habla de retribuir según la ga-
nancia media previsible (er&elbar) según
su tiempo de trabajo normal. El autor
limita el ensayo a1 cálculo de la cuantía
cuando el trabajador forma parte de un
grupo destajista, y propone un ejemplo
de partida: el trabajador cae enfermo
durante tres semanas: en este tiempo,
su grupo destajista alcanza un promedio
salarial de 12,28 marcos/hora; el emplea-
dor le abona esas tres semanas a razcn
de 11,40 marcos/hora, promedio alcanza-
do por el trabajador en las últimas trece
semanas en que trabajó, a lo cual se Dpo-
ne éste, exigiendo el salario de sus com-
pañeros.

E! ensayo tiene importancia porque la
opinión dominante, representada por
Doetsch-Schnabel-Paulsdorf, Kaiser, Ma-
rienhagen y Jager, entiende aplicable el
promedio obtenido en las semanas pre-
cedentes, dado que en el destajo es di-
fícil determinar cuál hubiera sido el ren-
dimiento del trabajador si hubiera podi-
do cumplir su prestación, y, además, por-
que de esta forma el cálculo del prome-
dio se facilita gtandemente. Schneider,
sin embargo, piensa de diferente mane-
ra : la nueva LFG ha introducido el vo-

rechts, 7." ed., vol. I, Berlín, 19C3, pági-
nas 6HS y sigs.

((>) Lohnfortzalilung im Krankheiisjalle
bei Mitgliedem von AUkordgruppen, pá-
trinas 300 a nflS.

cabio «previsible», y con ello se coloca
mirando al futuro, no al pasado, al tiem-
po de enfermedad, no a las semanas tra-
bajadas. Podría objetarse que en ocasio-
nes la ausencia de precisamente ese tra-
bajador modificaría el rendimiento del
grupo destajista que se toma como refe-
rencia, haciendo inapropiada la adopción
de su promedio de ganancia para retri-
buir al enfermo; pues se beneficiaría al
negligente y se perjudicaría al diligente.
Pero el autor opone a ello la estabilidad
del grupo, que hace presumir una capaci-
dad laboral muy semejante entre todos
ellos, dado que en otro caso el propio
grupo puede pedir el cambio de compo-
nentes, o venir ello realizado por iniciati-
va del empleador.

P. ZONDERLAND: Los intentos de regula*

ción legal del derecho de huelga en
Holanda (7).

En un estilo pintoresco y campechano,
donde la heterodoxia de la sintaxis se
acompaña de calurosos elogios a los co-
legas y a la propia obra, expone el pro-
fesor holandés en apretada síntesis los
derroteros por donde camina la discusión
sobre una ley de conflictos colectivos en
aquel país, tras dos anteproyectos de ley
presentados por el Gobierno en 1958 y
1966.

La doctrina se divide actualmente en-
tre dos teorías, la de la suspensión de la
relación laboral, y la del incumplimiento
de contrato. La primera mantiene la exis-
tencia de una especie de cláusula implí-
cita en el contrato de trabajo, mediante
la cual le viene reconocido al trabajador
el derecho a interrumpir sus prestacio-
nes durante un conflicto colectivo. La se-
gunda, mayoritaria, considera los supues-

(7) D¡e Vcrsuche 211 einer geseizlichen
lii'gelung des Streikrechts in den Nieder-
landeti, páge. 300 a 315.
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ios en que un incumplimiento colectivo
del contrato de trabajo deviene lícito.
Zonderland, no obstante, elaboró en 1964
la <>teoría de la suspensión condicionada»,
que a primera vista causa perplejidad pa-
ra el lector español: en efecto, la teoría
consiste en considerar suspendida la re-
lación laboral en tanto en cuanto el em-
pleador no la resuelva; el autor confunde
con ello, parece, la titularidad de un de-
recho con su ejercicio. El empleador pue-
de despedir; si no lo hace, tenemos sus-
pensión. Pero quizá lo que ocurra sea
que Zonderland utiliza una vía totalmeiv
te desusada, cuya originalidad y cambio
de perspectiva nos son extraños, y cuyo
valor sale a relucir cuando consideramos
sus presupuestos: en Holanda, advierte
el autor, ningún empleador despide ge-
neralmente por causa de un conflicto co-
lectivo, pues la reserva de mano de obra
es mínima; junto a ello, la jurispruden-
cia, que en otros países ha reconocido el
derecho de huelga rotundamente, ha de-
cidido remitirse a las circunstancias del
caso concreto en Holanda, como en se-
guida veremos, de forma que, en princi-
pio, rigen las normas del Código civil so-
bre incumplimiento del contrato. Sólo así
resulta comprensible la teoría de la sus-
pensión condicionada: el empleador con-
serva el derecho a despedir por incumpli-
miento; pero si no advierte al trabajador
que lo va a ejercitar, tal derecho decae y
se produce únicamente el derecho a no
cumplir con el pago de salarios durante
el tiempo no trabajado, es decir, la sus-
pensión.

Por lo que hace a la jurisprudencia,
la sentencia del Tribunal Supremo de 15
de enero de 1960, conocida como «Sert-
tencia Panhonlibco», sentó la doctrina
que habría de seguirse hasta el momen-
to. Se trataba de un boicot sindical a los
barcos navegando bajo las banderas de
Panamá, Honduras, Liberia y Costa Rica,
a fin de obligarlos a firmar convenios

tipificados; el Tribunal a quo emitió un
interdicto (einstweilige Verfügung) a fin
de detener el boicot. La doctrina susten-
tada por el Tribunal Supremo en el caso
partía de la consideración jurídico-civil
de! contrato de trabajo: el incumplimien-
to contractual sólo podía quedar justifi-
cado por alguna circunstancia que, según
la «convicción jurídica dominante», hicie>
ra inexigible la prestación de los traba-
jadores. Zonderland critica fuertemente
la sentencia, por las dificultades de cali-
ficar una convicción jurídica como "do-
minante».

El proyecto de ley presentado al Par-
lamento, que reconoce la suspensión del
contrato por participación en un conflicto
colectivo dirigido por un Sindicato, ofre-
ce según el autor importantes lagunas.
Fundamentalmente, se omite toda refe-
rencia al cierre, entendiéndolo como líci-
to, y no se hace reserva alguna en cuan-
to a las huelgas que pongan seriamente
en peligro el orden público.

Para terminar, el autor ilustra a sus
colegas alemanes sobre una especialidad
del Derecho holandés en materia de huel-
gas: el procedimiento interdictal. La
«Sentencia Panhonlibco» había examina-
do detenidamente la competencia de los
magistrados para emitir interdictos en
esta materia; ello da pie a Zonderland
para estudiar dos importantes casos: sen-
das huelgas de tripulaciones de remolca-
dores en Rotterdam y de ferroviarios en
Utrecht, y ver el procedimiento seguido
por los magistrados para su solución (8).
ANTONIO OJEDA AVILES.

(81 Otros ensayos en este mismo cua-
derno : KONRAD IBER : Die mehrglifdrige
stille (iesellschafi ais Unternehmensform
zur freiwilligen Bcteiligung (La sociedad
comanditaria de varios socios como for-
ma empresarial de participacióa volunta-
ria), págs. 303 a 306; PHIUPP MOHRTNO :
Dle Novellierung des Urheberrechtsgeset-
zes (I,a modificación de la ley de propie-
dad intelectuall, págs. 306 a 309.
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B É L G I C A

REVUE BELGE DE SEO/RITE
SOCIALE

Núm. 4, 1973.

A. PRIMS y P. QUAETHOVEN: Le coüt
des soins médicaux et paramedicaux.
Recherche et analyse des facteuts qut
déterminent l'accroissement du coút des
soins médicaux et paramedicaux (El cos-
te de los cuidados médicos y paramé-
dicos. Investigación y análisis de los
factores que determinan el crecimiento
del coste de los cuidados médicos y pa-
ramédicos). Págs. 433-540.

El consumo médico viene condicionado
por múltiples factores: relaciones entre
consumidores y personal sanitario, moda-
lidades de financiación, intervención púr-
biica... Aun a sabiendas que la elabc
ración de un modelo de consumo, basada
en la encuesta, tropieza con múltiples
limitaciones —referidas no sólo al meca-
nismo mismo de la encuesta, sino tam-
bién a la ausencia de material estadístico,
cuadros de referencia o realización de es-
tudios básicos-—, los autores presentan su
trabajo como «el primer paso hacia un
modelo belga de consumo médico», par-
tiendo del planteamiento de tres cuestio-
nes básicas: ¿de qué es consecuencia el
consumo médico?, ¿por qué está estimu-
lado?, ¿qué factores le influyen?

El estudio prescinde de una parte im-
portante del consumo médico, puesto que
excluye los gastos relativos a los pro-
ductos farmacéuticos. La evolución del
coste, de otro lado, puede observarse con
criterios puramente cuantitativos (cons-
tatación de los datos de hecho tales co-
mo el incremento de los honorarios mé-
dicos, del precio de las hospitalizacio-
nes...), o, como hacen los autores, inci-

diendo en la complejidad de los meca'
nismos que influyen en tal consumo, ma-
nejando por ello, también, criterios cua--
litativos. Según esto, se ofrecen seis de'
terminantes diferentes del consumo mé'
dico:

—• El factor médico.
—• La evolución de la técnica médica,
— La organización sanitaria.
— El factor socioeconómico.
— El factor cultural y demográfico»
— El factor comportamiento.

Cada determinante presenta, a su vez,
un gran número de variables (totalizan'
do setenta y siete), cuyo valor exacto no
es siempre fácil de definir. Existe, ade'
más, una relación de reciprocidad entre
los determinantes (basta para comprobar'
lo observar la identidad de las variables
o su interación) que impide, en ocasio-
nes, una localización precisa de sus com-
ponentes. Así, la edad es variable del
factor cultural y demográfico pero se re-
fiere también al médico; la morbilidad
de una población viene determinada por
su estructura de edad; la evolución de
la técnica médica anda unida al factor
médico y a la organización sanitaria, in--
Huyéndose ambos determinantes; el ase-
guramiento de las situaciones de enfer'
medad o invalidez se proyecta en la or-
ganización sanitaria y en el factor socio-
económico; los grupos profesionales inci-
den a la vez en el factor socioeconómico
y en el cultural y demográfico; finalmen-
te, el comportamiento del paciente sufre
la influencia de toda una serie de deter-
minantes y no sólo de las variables co-
rrespondientes.

En el centro del modelo esbozado se
encuentra el consumo médico. Existe un
hecho evidente, y es la tendencia al al-
za progresiva que viene acusando el coste
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.de los ciudados sanitarios (en Bélgica, en
poco más de diez años —de 1958 a 1969—
los gastos han sufrido un aumento su-
perior al 100 por 100). Con estos datos,
y con el estudio propuesto, se aborda
una cuestión fundamental, la de la efi-
cacia en la organización de la sanidad. En
este sentido, según G. Rosch, serían tres
ios principales objetivos de los progra-
mas de sanidad.

1. Desarrollo de los medios que
permitan aplicar técnicas nuevas y efi-
caces.

2. Desarrollo de los medios que
permitan difundir y generalizar estas
técnicas en beneficio de la población.

3. Organización de medios de pro-
ducción susceptibles de obtener los
mejores resultados.

Se trata, en definitiva, de alcanzar los
objetivos asignados utilizando los me-
dios disponibles. Es la razón por la que
el análisis gastos^eficacia ha pasado a
un primer plano en materia de organi-
zación sanitaria.

Se comprende así que, desde esta pers-
pectiva, alcance una importancia funda-
mental una constatación de los determi-
nantes y una evaluación cualitativa del
modelo de consumo, como vía abierta a
futuras investigaciones y realizaciones.—
LIDÓN NEBOT LOZANO.

ESTADOS UNIDOS

SÍONTHLY LABOR REV1EW

Vol. 96, núm. 6, junio 1973.

RoBERT W. FlSHER; When nvorkers are
disrfiarged - an overview.

En el presente ensayo el autor exami-
na ¡os diversos procedimientos existen-
tes en los Estados Unidos para proteger
a los trabajadores frente a despidos in-
justificados decretados por los empresa-
rios. En este sentido, en primer lugar se
analizan las cláusulas más usuales al res-
pecto contenidas en los convenios colec-
tivos; posteriormente se estudian los pro-
cedimientos contenciosos, con participa-
ción de un órgano bien administrativo,
bien judicial, y se termina el artículo con
un análisis crítico de la situación, así co-
mo con una brevísima referencia al De-
recho comparado (Francia, Inglaterra, Ale-
mania Occidental, Suecia y Japón).

Con respecto al primero de los puntos
señalados, el autor comienza refiriéndose

a la diversa protección existente entre el
trabajador sindicado y el no sindicado
(nonunion worker), puesto que la protec-
ción de este último se limita a la conteni-
da en las leyes federales, estatales o loca-
les que prohiben o controlan el despido
en algunos supuestos específicos. Prácti-
ca muy corriente suele ser la de acudir,
en determinados supuestos, a un arbi-
traje privado; la designación del arbitro
o arbitros se hace conjuntamente por em-
presario y Sindicato, frecuentemente de
la lista de arbitros que dispone el Fedc
ral Mediation and Conciliation Service o
el American Arbitratton Association. Nor-
malmente, la decisión del arbitro pone
fin al conflicto individual; sin embargo,
en otras ocasiones los participantes en
procedimientos privados solicitan una itv
tervención pública.

Con relación al segundo tema, el autor
examina, con bastante detalle, las nor-
mas contenidas en diversas leyes, cons-
titucionales o no (enmienda catorce a la
Constitución, la ley de Derechos civiles
de 1866 y 1871, la Age Discrimination
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Employment Act de 1967, el título VII
de la ley de Derechos civiles de 1964,
enmendada en 1972) que tienden a im-
pedir despidos basados en motivos o ac-
tividades sindicales, raza, color, sexo o
nacionalidad de origen (otras leyes limi-
tan el despido de los trabajadores mayo-
res de cuarenta años). En esta materia,
importante papel juega el National Labor
Relation Board que tiene funciones de in-
vestigación, conciliación y decisión. Otro
organismo importante es el Equal Employ-
ment Opportunity Commission, creado por
la ley de Derechos civiles de 1964, y cu-
ya misión radica en impedir despidos en
base a principios de discriminación rar
cial, etc. Los procedimientos ante orga-
nismos administrativos no excluyen la po-
sibilidad de acudir ante los Tribunales de
justicia.

ANNE M. YOUNG: The high school class
of ¡972: more ai luorh,, fewer in co-
üege.

En el presente artículo, la autora exa-
mina la situación laboral, por sexo, edad,
raza y ocupación, de los graduados en
las high school. En este sentido, el ar-
tículo comienza señalando que en los
últimos años ha disminuido el número de
graduados que acceden a estudios supe-
riores (en 1968, un 55 por 100 de gra-
duados seguían estudios en los colleges;
en 1972 el porcentaje había disminuido
a un 49 por 100). Intentando buscar las
razones de esta disminución, la autora
señala, entre otras, las siguientes: la po-
sibilidad que se ofrece a los jóvenes gra-
duados (la mayoría con menos de veinte
años) de obtener, rápidamente, un em-
pleo relativamente bien remunerado, y
el alto coste de los estudios universita-
rios.

Con relación a este último punto, de
las series estadísticas contenidas en el
artículo se puede observar que, en cier-

ta medida, la educación universitaria erp
Estados Unidos es profundamente clasis--
ta; así, los ingresos medios de las fami^
lias de los universitarios son superiores-
a los trece mil dólares, frente a los diez
mil de las familias de los estudiantes que
al concluir la escuela no siguen estudios
superiores; por raza, la diferencia es más-
notable, puesto que mientras el 75 por
100 de los estudiantes blancos proceden-
de familias con ingresos superiores a Ios-
diez mil dólares, sólo el 42 por 100 de
los negros proceden de familias con ta-
les ingresos.

Especial ateción dedica el artículo a la?
situación de los estudiantes de origen
español (spanish people) (1), muy infe'
rior a la de los restantes estudiantes*
blancos, y en ocasiones equiparable a la'
de los negros. As!, y por lo que se re-
fiere a! número total de alumnos que ter-
minan la high school, mientras para el to '
tal de blancos es del 86 por loo, para los
españoles de origen es del 66 por 100»

Por último, un análisis comparado de'
las ocupaciones realizadas por los estu-
diantes que recién graduados en las es-
cuelas se incorporan a la fuerza de tra-
bajo, separados por razas, ofrece las si--
guientes conclusiones:

a) En los trabajos de carácter ad-
ministrativo o técnico {white collarf
se incorporan el 51,7 del total de
blancos, el 45,2 de negros y el 41 por
100 de españoles de origen. La dife-
rencia es más acusada al observar
que sólo el 3,9 de españoles y ef
6,6 de negros trabajan en puestos
técnicos, frente al 12,1 de blancos.

b) En ocupaciones de las denomi-
nadas blue collar, trabajan el 35,4 de-

(1) V i d . P.MT, 11 . K.YSCAVACB V TÍAR1. F .
MRI.LOK : <tThe «conomic sitttation of Spa-
nish Americans», en Monthly Labor Rc-
view, vol. 96, núm. 4, abril 1973, pági-
nas i y stgs. ; reeensionada en REVISA-
DE POLÍTICA SOCTAI,, núm. 99, 1973.
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todos los estudiantes blancos, el 40,5
de los negros y el 41,8 de los spü'
nish people.

H. ROY KAPLAN : Hozv do -workers úe\u
work in America?

En 1975, aparecía en Estados Unidos
un estudio sobre el grado de satisfacción
que sentían los americanos en su traba-
jo (2). El autor, en el presente ensayo,
hace una crítica a las conclusiones que
se pueden obtener de la lectura de tal
obra.

En este orden de cosas, comienza cri'
ticando !a forma en que el estudio hizo
la pregunta para saber si la gente estaba
o no satisfecha con su trabajo; pregunta
que se hizo de forma única («¿Entre toda
la gente, podría usted decir si está sa-
tisfecho o no con el trabajo que usted
realiza?»). El trabajo llegaba a la conclu-
sión de que en la última década había
aumentado la insatisfacción; el autor, to-
mando como datos los elaborados por el
Instituto de la Opinión Pública Ameri-
cana, señala que tal conclusión es falsa,
ya que mientras en 1949 los satisfechos
representaban el 69 por ioo, 19 los in-
satisfechos y 12 los que no contestaban,
en 1969 las cifras eran, respectivamente,
88-6-6 (para los blancos); para los ne-
gros, en los mismos años los datos eran
de 55-33-12, por una parte, y de 76-18-6
(se observa que un mayor número de
trabajadores negros se muestra insatis-
fecho).

El autor continúa señalando que en
tema de satisfacción-insatisfacción del tra-
bajo, el estudio ha olvidado una serie
de factores, tales como los de la comple-

(2) WarTt in America: Rcport of a
Spccial task Forcc £0 the Secretary of
Jlealth, Education and Welfare. Prepared
under the Atispices of the W. E. Upjohn
Institute for Employment Research, Cam-
bridge (MTT Press), 1973.

jidad del actual trabajo, las experiencias
sobre participación en la gestión de la
Empresa, etc., que inciden directamente
sobre el grado de insatisfacción.

La conclusión final a la que llega el
articulista es a la de que el Work in
America no ha clarificado suficientemen-
te el tema de la satisfacción o insatis-
facción del trabajo de los americanos.

Otros estudios contenidos en este mí'
mero, son: Thomas F. Fleming, Jr.:
Manpower impact of State, local gover-
nement purchases; Rose N. Zeisel: Aío-
demization and nutnpower in textile
milis, y Robert Bal!: Labor and mate'
riáis required for highway construction.

Vol. 96, núm. 7, julio 1973.

DENIS F. JOHNSTON: The U. S. labor

forcé: projectíons to 1990.

Según los últimos estudios de la Ofi-
cina de Estadística de Trabajo, durante
la década de los años 70, el total de la
fuerza de trabajo en los Estados Unidos
aumentará en 15,9 millones, alcanzando
la cifra de 101,8 millones en 1980. Este
aumento significa un incremento medio
anual de un 1,7 por 100; tasa media de
crecimiento muy parecida a la de la
década de los años 60. Después de :98o,
el índice de crecimiento anual disminuí'
rá algo, cifrándose sólo en el 1 por 100.
En números absolutos, la fuerza de tra-
bajo de los Estados Unidos será, en
1990, de 112.576 millones, equivalente al
61,5 de la población total.

El presente estudio analiza la estruC'
tura del mercado de trabajo, por edades
y sexos, para 1980, 1985 y 1990.

— 1980. La participación de la
fuerza del trabajo sobre el total de
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población se cifrará en un 60,8. Por
edades, su distribución es la siguien-
te : un 63,5, de la población compren-
dida entre 16-24 años; un 73,1 de la
de 25-54. y un 35,6 de la de más de
55 años (para 1960, la distribución
fue, respectivamente, del 58,4, 68,8
y 39,6, por lo que se aprecia una
mayor participación de jóvenes y me-
nor de viejos, resultado, como señala
el autor, de la modificación de la pi-
rámide poblacional). Por sexos, el 78
por 100 de los hombres y el 45 por
100 de las mujeres estarán integrados
en el mercado de trabajo; por edades
y sexo, en los hombres la mayor par-
ticipación corresponderá a los com-
prendidos entre 35-44 años (95,1) y
25'34 (95»°h ' a menor a los de más
de 70 (12,7). En las mujeres, la par-
ticipación más elevada corresponde a
las de 20-24 años (63,4) y la más
baja a las de más de 70 (4,9)-

— 1985. La estructura del merca-
do de trabajo en 1985 será bastante
similar a la descrita para 1980, si
bien se aprecia un progresivo reju-
venecimiento de la población activa,
-con una mayor participación de los
jóvenes de 16-24 años (64,5) y me-
nor de los de más de 55 años {34,5).
Por sexos, se denota, en términos re-
lativos, un crecimiento mayor de la
mano de obra femenina (45,6).

— 1990. Se aprecian los mismos
fenómenos descritos para 1985, si
"bien agudizándose. Así, la participa-
ción en el mercado de trabajo de los
-mayores de 55 años, hombres y mu-
jeres, descenderá en un 1,6 por 100;
en idéntico sentido, la participación
-de la mano de obra femenina alcan-
zará el 38,3 por 100 (38,5 en 1980),
frente a la progresiva disminución de
1a masculina (61,2 en 1990 y 61,5 en
:198o).

JANICE NEIPERT HEDGES.- Abseme from

worh - a look al some national data.

La insatisfacción de los trabajadores
está siendo considerada como la causa
real de muchas de las ausencias que for-
malmente se revisten bajo el nombre
de enfermedades, responsabilidades fami-
liares u otras muchas razones personales.
Un reciente informe elaborado por el De-
partamento americano de Salud, Educa-
ción y Bienestar permite apoyar esta con-
clusión {3) .

En el presente artículo, el autor ana-
liza, con todo detalle, el problema del
absentismo laboral, tomando como series
evolutivas los años comprendidos entre
1967 y 1972, y distinguiendo ausencias
que afectan a algunos días de la semana
o a la semana completa. En este sentido,
se aprecia un aumento tanto del número
absoluto de trabajadores que practican el
absentismo, tanto semanal-parcial (2.415
millones en 1967 y 2.936 millones en
1972) como semanal-total (3.187 frente a
3.984 para cada uno de estos períodos),
como de los índices relativos de absen-
tismos (4,7 y 5,2 para el semanal-parcial,
y 5,1 y 5,6 para el total, 1967 y 1972,
respectivamente).

El autor señala que el número de ho-
ras perdidas constituye, solamente, una
parte del coste del absentismo, debién-
dose añadir los costes para el empresa-
rio (reducción de la producción, mayo-
res salarios, representados en horas ex-
tras para los que trabajan, etc.) para el
propio trabajador (menor salario, meno-
res vacaciones anuales e, incluso, si la
ausencia es prolongada y crónica, el des-
pido) y para el conjunto de la economía
del país (precios más altos, menor eleva-
ción del PNB).

Respecto de las causas, el autor niega
toda relación entre los períodos de pie

(3! Vid. nota 2.
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no empleo, o de fuerte desempleo, con
el absentismo laboral; afirmando que es
una muestra de la insatisfacción del tra-
bajador en su ocupación.

El autor termina su ensayo examinan-
do los índices de absentismo según eda-
des {el más elevado corresponde a los
jóvenes de 16-19 años —7,9—, y el me-
nor, a los de más de 55 años —3,3—)j
por sexo (en las mujeres es superior que
en los hombres —6,3 y 3,3, respectiva-
mente—); por estado civil, en los hom-
bres el porcentaje más elevado corres-
ponde a los solteros (4,6) y el más bajo
a los divorciados (2,5), y en las mujeres,
el más alto a las casadas (8,6) y el más
bajo a las divorciadas (5,4); por ocupa-
ciones, el más alto a los trabajadores
técnicos de nivel medio (5,6) y el más
bajo a los directivos (2,3), y por indus-
trias, el más elevado a las industrias
del tabaco (4,1), seguido por las indus-
trias del automóvil (3,8), y el más bajo
a las industrias de publicidad (l,8).

Otros artículos contenidos en este nú-
mero, son: Survisor's pensions: an emet'
ging employee benefit, de Evan L. Hod-
gens, y Job reseding, reform, enrichment:
exploñng the limitatíons, de A. Levitan
y W. B. Johnston.

Vol. 96, núm. 8, agosto 1973.

CURTÍS L. GILROY: Jobs losers, leavers,
and entrants: traits and trends.

Los economistas tradicionales distin-
guen cuatro tipos de paro: estacional,
cíclico, estructural y friccional; sin em-
bargo, y para obviar la dificultad que
representa el hecho de que las personas
desempleadas desconozcan, en la mayoría

de los supuestos, el tipo de paro que
provoca su situación de desempleo, se
ha elaborado una nueva clasificación, que
define el status del desempleado según:

a) Haya perdido su último trabajo
(job loser).

b) Haya abandonado su último tra-
bajo (job leaver).

c) Entre de nuevo en el mercado
de trabajo tras un período de ausen-
cia (reentrant).

d) Busque el primer trabajo (new
entrant).

El artículo estudia, a partir de esta cla-
sificación, la situación de los desemplea-
dos en el período 1967-1972. En este úl-
timo año, la estructura del desempleo
fue: 44,3, job loser; 28,8, reentrant;
13,9, new entrant, y 13,3» job leavers.

Por sexo, la distribución de los desem-
pleados varones es idéntica que la ge-
neral ; en la de mujeres, es mayor el
porcentaje de reentrant (36,6) que el job
losers (32,4). Por edades, es mayor el
número de personas adultas que pierden
su trabajo que de jóvenes (77,1 frente
a 23,8); por el contrario, en el supues-
to de new entrant, la relación es, obvia-
mente, inversa (0,6 frente a 34,7).

La educación juega, según el autor, un
papel importante en la determinación del
status del desempleado: a mayor nivel
de educación, son menos los trabajadores
que pierden su trabajo. Por industrias,
el porcentaje mayor de job losers lo da
la construcción (72,4), seguido de la mi-
nería {69,8) y de las industrias manufac-
tureras (62,8), y el menor los servidores
públicos (31,0); en el supuesto del job
leavers, el porcentaje mayor lo dan las
Empresas de finanzas y seguros (22,2) y
el menor construcción (7,4); en reen-
trant, el mayor corresponde al sector pú-
blico (53,4) y e! menor al sector mine-
ro {13,3).
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JOE CoLLlER: Inspection and enforcement
at the worhplace.

Al aprobarse en 1970 la Occupational
Safety and Health Act, se creó la Occw-
pational Safety and Health Administra'
tion (OSHA). Su misión es la de asegu-
rar las condiciones de seguridad e higie-
ne en los centros de trabajo, ve'ando el
cumplimiento de la legislación al respec-
to. Trabaja conjuntamente con los dife-
rentes Estados, fomentando e incitando
su participación en el programa de pro-
tección al trabajo.

Desde su creación, señala el autor, la
OSHA ha sido fuertemente controverti-
da, fundamentalmente por las amplias
facultades concedidas por la ley. Los dos
aspectos más sobresalientes que, a juicio
del autor, ha traído la ley, son:

a) El derecho a entrar en todos
los lugares de trabajo, sin avisar al
empleador (4}.

b) La posibilidad de que los ins-
pectores de la OSHA impongan san-
ciones por violación de los tipos statt'
dards de seguridad e higiene, o de
las «cláusulas generales de protec-
ción».

En este úhmo aspecto, la sanción pue-
de ser de 1.000 dólares «cuando resulte
una sustancial probabilidad de muerte o
daño físico para el trabajador»; en caso
de que la muerte ocurra, la sanción pue-
de elevarse a 10.000 dólares, con prisión
durante seis meses, que se eleva a 20.000
y un año en el supuesto de reincidencia.

Respecto de la labor realzada en estos
dos años por la OSHA, el autor señala
que las inspecciones han alcanzado a

(i) Sobre este aspecto, vid. el apar, a),
número ] , del art. 1J del Convenio nú-
mero SI de la OIT, aprobado en la Con-
ferencia m'im. 30, en 1!M7, «Inspección del
Trabajo en la Industria v el Comercio».

45.800 establecimientos, lo que sólo re--
presenta el 1 por 100 del total de esta-
blecimientos fabriles y comerciales. Por
ocupaciones, las industrias manufacture
ras fueron las más visitadas (44 por 100),
seguida de las industrias de la construc-
ción (23 por 100), si bien el 35 por 100
de los accidentes ocurridos e investiga-
dos lo fueron en este último sector.

El número total de infracciones fue de
167.300, con un montante de 4 millones
de dólares. La sanción media por infrac
ción grave fue de 650 dólares (en cons--
trucción de 9.500 dólares) y por infrac-
ciones leves de 45 dólares.

JOHN TAVELA : íf a átation is appeaieá.

En 1971, se creó la Occupational Safety
and Health Review Commission, con la
misión fundamental de revisar las san-
ciones impuestas por los inspectores di
la OSHA.

En los dos años de vida, la Review
Commission (RC), a través de sus deci'
siones, ha elaborado importantes direc-
trices sobre lo que «es y no es, y lo
que puede y no puede hacer». El articu-
lista, en este breve ensayo, pasa revista
a la gestión desarrollada hasta el mee
mentó por el RC, que está formado por
tres miembros, elegidos para un período-
de seis años. Sus decisiones son recu-
rribles, en primera instancia, ante los
Tribunales de Apelación (Circuit Court
of Appeals) y en última ante el Tribu'
nal Supremo (US Ságreme Court).

De entre los aspectos destacados por
el autor, dos merecen la pena: el modo'
de iniciar la actuación de la RC y su na-
turaleza jurídica.

Con relación al primer aspecto, la ac'
tuación puede iniciarse: a) a instancia
del empresario sancionado, que recurre
contra la sanción impuesta por el Depar^
tamento de Trabajo del OSHA; b) s
instancia de un empresario, que solicita
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una ampliación del período de tiempo
concedido para subsanar las infracciones
observadas, y c) a instancias de los re-
presentantes de los trabajadores.

Respecto de la naturaleza jurídica, el
autor plantea el tema de si se trata de
una agencia administrativa (una más de
las cuarenta existentes) o bien es un ór-
gano judicial. En este sentido, y no obs-
tante ser una agencia del poder ejecu-
tivo, tiene poco en común con las res-
tantes encuadradas en el Departamento
Federal de Trabajo, fundamentalmente
con la Federal Trade Cotnmission y el
National Labor Relations Board. El Con-
greso USA, a pesar de todo, ha indicado
su intención de convertir al RC en un
Tribunal judicial.

Otros artículos contenidos en este nú'
mero son: Employment and exports
1065-1972, de D. P. Eldridge y N. C.
Saunders; Multinational corporations and
trade unions, de Ben Sharman, y Bar'
gaining and arbitration in the British ci-
vil service, de James J. Stern.—FERNAN-
DO VALDSSS DAL-RÉ.

INDUSTRIAL AND LABOR
RELATIONS REWIEW

Enero 1973.

CWRK BROWN EM1LY: Fundamental so-
viet. Labor legislation. Págs. 778-793.

Supone este trabajo un intento de ana-
lizar dos preceptos de fundamental im-
portancia en el desarrollo del Derecho
del Trabajo soviético: Los Principios de
la Legislación de Trabajo en la URSS,
aprobados por el Soviet Supremo el 15
de julio de 1970, que suceden al Código
de Trabajo de 1922, y una regulación
revisada de los derechos de los Comités

sindicales locales, de factoría y de planta
aparecida un año después.

Procede el autor, en primer lugar, a
un detenido estudio de los antecedentes
que precedieron a la promulgación de
las rifadas normas. Existía, a todos los
niveles, un estado de opinión favorable
a la reforma. Especial atención dedica
al estudio del proceso de formación de
las normas referidas, períodos de infor-
mación pública, proyectos, informes, et-
cétera.

A continuación pasa a exponer las lí-
neas maestras de la reforma, centrándo-
las en tres aspectos:

Papel de los trabajadores en la Em-
presa.—La idea fundamental y directiva
de la reforma, es la premisa sobre la
existencia de un interés común en la Em-
presa. De aquí deriva que la producción
sea considerada un empeño común, in-
tentándose a partir de aquí promover la
cooperación, la consulta y la participación
creativa de la fuerza de trabajo a todos
los niveles.

Obligaciones de la dirección.—En este
sentido la nueva legislación tiende a au-
mentar la participación de los Comités
sindicales locales en la formación de las
decisiones de la dirección. Especial én-
fasis se pone en el análisis de las obli-
gaciones de la dirección en el supuesto
de desplazamiento de los trabajadores
a consecuencia de cambios tecnológicos
en la industria.

Regulación centralizada de los niveles
básicos.—Según Clark Brown se centrali'
za la regulación de los niveles básicos de
salarios horas y condiciones de trabajo.
Ahora bien, estos niveles básicos tienen
su aplicación práctica en las Empresas,
lo que supone asignar un considerable
papel a los niveles locales en la aplica-
ción de !a regulación centralizada, de
acuerdo con las características peculiares
de cada Empresa.

Pasa a continuación a analizar deteni-
damente la estructura de la ley de 15 de
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junio de 1970, compuesta por 15 capítu-
los, tratando con particular atención los
siguientes puntos:

Protección contra el despido.—Según
el autor, las bases legales para despedir
son considerablemente clarificadas por la
nueva ley, que añade ciertas proteccio-
nes nuevas. En la actual regulación des-
taca la exigencia de acuerdo previo del
Comité sindical local, de factoría o de
planta, para cualquier despido. Caso de
no producirse tal acuerdo, el despido es
ilegal.

Tiempo de trabajo y descanso.—El ré-
gimen básico es el de cinco días labora-
bles y una jornada de cuarenta y una
horas semanales; pero la tendencia es
a reducir el tiempo de trabajo. Jorna-
das más cortas se establecen en favor
de los trabajadores jóvenes y en los su-
puestos de trabajos penosos e insalubres.

Salarios.—Los niveles básicos son esta'
blecidos por el Estado con participación
de los Sindicatos. Su aplicación en las
Empresas debe ser resultado de un acuer-
do entre la Dirección y los Sindicatos.

Régimen disciplinario.—Se amplía con-
siderablemente el capítulo referente a la
disciplina en el trabajo. Se aumentan las
obligaciones que a este respecto incum-
ben a los Sindicatos y a la Dirección,
estableciéndose un completo sistema de
recompensas y sanciones.

Protección del trabajo.—Se establecen
cuatro niveles de protección. Respecto de
los trabajadores en general, de las muje-
res trabajadoras, de los jóvenes y de
aquellos que simultanean trabajo y estu-
dios. Todo ello es objeto de una regula-
ción compleja que no es posible reco-
ger aquí.

Derechos de los Sindicatos.—Se confi-
guran en la citada ley una amplia gama
•de los derechos que corresponden a los
Sindicatos, sobre todo en lo que hace
referencia a su participación en la planifi-
cación económica, en la aplicación de la
legislación laboral, en la inspección y con-

trol de la administración de la Seguridad
Social, en la inspección y control de la
observancia de la legislación de traba-
jo, etc.

Tras el análisis de la ley de 15 de
julio de 1970, estudia el autor de forma
sumaria la ley de 26 de noviembre de
1971, referente a los derechos de los
Comités sindicales locales, de factoría y
de planta. La nueva ley intenta acen-
tuar el papel y la competencia lega! de
las organizaciones sindicales en las Em-
presas. Gran parte de la ley tiende a ex-
tender y clarificar el papel de los sindi-
catos en las decisiones de la dirección,
exigiéndose en muchas materias el acuer-
do entre Dirección y Sindicatos.

Concluye el trabajo realizando un jui-
cio crítico de la reforma, que estima in-
troduce cambios notables en el sistema
anterior, si bien dirige severas críticas
contra el reforzamiento de la disciplina
en el trabajo.

GARBARINO W. JOSEPH: The british e%'

periment with industrial relatíons re'
form. Págs. 793^805.

El objeto de este artículo es analizar
con cierta profundidad la British induS'
trial Relation Act> desde el punto de
vista de la influencia de esta ley en la
evolución de la disciplina de las relacio-
nes industriales en Gran Bretaña. Co-
mienza por estimar que esta ley es pro-
ducto de la concurrencia de dos facto-
res : uno, evolución lenta, pero progre-
siva, en la regulación de las relaciones
industriales, y el consenso general favo-
rable a la reforma del sistema anterior.
Procede a continuación a una exposición
de la historia político-legislativa que con-
dujo a la adopción de la citada ley, des-
tacando la aparición de dos leyes prece-
dentes : la Contracts of Ernployment Act
y la Industrial Trouneng Act, así como
los informes de los partidos laborista
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(In place of shife) y conservador (Fat'r
Deal of Work).

Antes de entrar a un estudio de la
ley, el autor hace una exposición de es^
tas nuevas instituciones, encadenadas en-
tre s¡ en punto a su aplicación. Son, en
concreto, las siguientes: The Commis-
sion of Industrial Relations, que tiene
por objeto el tratamiento de los proble-
mas de carácter general, estudio de los
casos que le son remitidos por el Go-
bierno o por la National Industrial Reía'
tions Court, competencia en los conflic-
tos sobre la unidad de contratación, et-
cétera. La National Industrial Relations
Court conoce de los casos de prácticas
desleales, pero en los supuestos en que
estén implicadas organizaciones profesio-
nales. La Industrial Relations Court fue
establecida en 1919 para proporcionar un
sistema de arbitraje vo'untario, habiéndo-
se cambiado su nombre por el de Indus-
triol Atbitration Board, con las mismas
competencias que tenía antes, si bien con
algunas responsabilidades adicionales.

Analiza Garbarino, posteriormente, las
líneas maestras de la reforma, centrán-
dolas en tres cuestiones:

La disminución de las huelgas.—El
procedimiento utilizado radica en exigir
el registro de los Sindicatos. Para ello
crea un registro central de los Sindicatos
y de las asociaciones de empleadores. La
propia norma define al Sindicato para
sus propósitos «como una organización
de trabajadores que es por el momento
registrada como un Sindicato a los efec-
tos de esta ley». La consecuencia que
deduce la ley es que las huelgas autori-
zadas por Sindicatos no registrados y las
huelgas no autorizadas por Sindicatos re-
gistrados son sancionadas.

Otro procedimiento utilizado en los su-
puestos, que en la terminología america-
na, son conocidos como huelgas de emer-
gencia nacional (National etnergency stri'
kes), es disponer un período de 8 hasta
28 días (Concüiation Sanse), durante los

cuales cabe la posibilidad de recurrir a
una votación sobre la huelga dirigida por
el Sindicato interesado o por la propia
Cotnmission of Industrial Relations.

La reforma de la práctica de las reía'
ciones industriales.— Una de las claves
más importantes de la nueva ley es im-
primir fuerza legal a la contratación co-
lectiva. En este sentido se ha estable-
cido que se presume que los convenios
colectivos tienen fuerza legal a menos
que las partes pacten expresamente que
el acuerdo como un todo o contenidos
específicos del mismo, no pueden ser con-
siderados obligatorios.

En este sentido también se introduce
una reforma en la práctica de la negó-
elación al establecerse que se remiten
ios conflictos que se planteen sobre la
unidad de contratación a la Cotnmission
of Industrial Relations, la cual dictará
una recomendación que puede conducir
3 una votación para determinar cuál es
la unidad de contratación que debe ne-
gociar.

También destaca Garbarino en este as-
pecto de la reforma de la práctica in-
dustrial, la búsqueda por la ley de más
¡dóneos y eficaces procedimientos de so-
lución de conflictos. El modelo que pro-
pone la ley es el sistema americano de
arbitraje de tercero. (Third party arbi-
tration.)

La protección de los derechos íitdiLj-
duales.—Estima el autor que el capítulo
más importante dentro de la nueva ley
es aquel que se refiere a la protección del
trabajador frente a los despidos injustos
(unfair). En esta materia se establece un
aumento de la información que debe pro-
porcionarse al trabajador sobre sus dere-
chos, sean o no miembros del Sindicato,
y sobre la descripción detallada del pro-
cedimiento a seguir en caso de conflicto.
También se fijan períodos mínimos de
preaviso en relación con la antigüedad,
se tipifican las causas de despido y se ha-
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ce recaer la carga de la prueba de su
procedencia sobre el empresario. El induS'
trírtí Tribunal puede dictar sentencia por
la que ordene la reintegración (no forzo-
sa) y/o una indemnización que puede 11c
gar hasta 4.160 libras. En el mismo orden
de ideas, pero en otro aspecto, se ga-
rantiza al trabajador su derecho a sin-
dicarse o no.

Tras esta exposición concluye el ar-
tículo analizando brevemente el Code

0/ Industrial Relation Practice que acom-
paña a la ley, estudiando dentro de él,
muy sumariamente, las partes que hacen
referencia a las responsabilidades, polí-
tica de empleo, sistema de pago de sa-
larios, consulta y comunicación, contrata-
ción colectiva, representación de los tra-
bajadores en el lugar de trabajo, proce-
dimientos de solución de conflictos y pro-
cedimientos disciplinarios.—MANUEL AL-
VAREZ ALCOLEA.

F R A N C I A

DROIT SOCIAL

Núm. g, septiembre-octubre 1072.

Derecho económico y profesional:

La ORTF a examen {2.a parte). Jacques
Chevalier, tras analizar en la primera
parte de este estudio (publicada en el
número anterior: núm. 8, agosto 1972)
las causas de la crisis que viene atrave-
sando la Oficina de la Radio Televisión
Francesa, que ha trascendido al exterior
con motivo de los affaires de publicidad
clandestina, dedica esta segunda parte al
estudio de las condiciones precisas para
la renovación de! citado Organismo.

Para el autor, el éxito de una reforma
del estatuto de la ORTF «supone el re-
torno a una concepción más justa de un
principio descentralizador que exige una
democratización de la acción administra-
tiva y una amplia apertura hacia los ad-
ministrados».

Por el contrario, la reforma de la ORTF
llevada a cabo por la ley de 3 de julio
de 1972, con motivo de los affaires de
publicidad clandestina, no puede mejorar
las condiciones de gestión de la Oficina
porque en ella no se atacan los verdade-
ros motivos de !a crisis. La ORTF ha es-

tado siempre sometida a una interven-
ción excesiva del poder público, inter-
vención reforzada por la reforma de 3 de
julio de 1972, al restablecer el puesto de
secretario de Estado para la información
dotado de importantes poderes de con-
trol e, incluso, de impulso. Al mismo
tiempo, la reforma de 1972 reúne las fun-
ciones de presidente del Consejo de ad-
ministarción y de director general, esta-
bleciendo un presidente-director general
(PDG) todopoderoso, con lo que refuer-
za aún más la concentración de poderes,
sin aludir para nada, por otro lado, a un
hipotético saneamiento financiero. Final-
mente, la reforma de 1972 supone un
empeoramiento de las relaciones perscv-
nal-Dirección, tendiendo a suprimir toda
utilidad al derecho de huelga.

Por todo ello —concluye el autor—,
«las soluciones contenidas en la ley de
3 de julio no pueden más que agravar la
crisis de la Oficina».

Trabajo:

Las funciones complementarias de los
salarios mínimos es el estudio que apor-
tan Jean-Paul Courthéoux e Yves La-
combe. Los autores parten de la afirma-
ción de que cualquiera que sea el papel
de los salarios mínimos como garantía del
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nivel y evolución de las remuneraciones.
cesta función inicial, y siempre importan'
ie, no debe ser la única que acapare la
atención». Por el contrario, el salario mí'
nimo interprofesíonal garantizado {SMIG)
y, en cierto modo, el salario mínimo in-
terprofesional de crecimiento (SMIC) tie-
nen una función de "salario de referen*
cía», pero, al mismo tiempo, ambos son
un instrumento de intervención econó-
mica, esto es, son un «salario de re-
gulación».

El papel fundamental del salario mí-
nimo consiste en preservar al poder ad-
quisitivo de las categorías profesionales
menos favorecidas, esto es, su poder »de
compra»; pero, al mismo tiempo, dicho
¿alario constituye una base de referen-
cía para la atribución o cálculo de diver-
sas prestaciones de carácter social y tam-
bién un límite (o «techo») para la apli-
cación de otras. Así, por ejemplo, las in-
demnizaciones por desempleo se calcu-
lan sobre el salario mínimo; diversas pri-
mas y préstamos a la construcción sólo
se otorgan a las personas cuyos ingresos
no sobrepasan un "techo» fijado por re-
ferencia a un múltiplo del salario mínimo
garantizado.

Junto a estas funciones de explícita
mención legal, el salario mínimo cum-
ple una función no prevista formalmen-
te por las leyes (función «implícita»), de
intervención económica, actuando como
instrumento de normalización de los cos-
tos salariales.

M. Fleck comenta una decisión del
Tribunal Superior de Arbitraje, de 8 de
diciembre de 1971, que establece la nii-
tidad de una sentencia arbitral a causa
de irregularidades procesales en un con-
flicto colectivo.

M. Rougevin-Baville comenta una re-
solución del Consejo de Estado de 9 de
febrero de 1972 sobre competencia del
inspector de trabajo en el reparto del
personal en colegios electorales en el se'
no de la Empresa.

Jean Savatier hace un comentario de
una sentencia del Tribunal Supremo (Sa-
la de lo Social), de 14 de junio de 1972,
que establece el derecho a readmisión de
los representantes del personal despedi-
dos irregularmente.

Segundad Social:

Hubert Groutel, Yves Saint-Jours y Re-
ne Bonnet comentan en Jurisprudencia
reáente en materia de Seguridad Social,
diversas sentencias de la Sala de lo So-
cial del Tribunal Supremo, tales como:
la de 15 de diciembre de 1971, que con-
sidera recurrible en casación la resolución
de una Comisión de primera instancia
que acuerda la condonación de los recar-
gos por ingreso de cotizaciones fuera de
plazo antes del pago de las cotizaciones
correspondientes; la de 2 de diciembre
de 1971, según la cual la incautación por
la policía de los documentos del empre-
sario necesarios para el cálculo de las co-
tizaciones, que sea previsible dada la
situación irregular de los trabajadores ex-
tranjeros en la Empresa, no constituye
un supuesto de fuerza mayor; la de 26
de enero de 1972: el accidente de trabajo
consecuente a una disputa entre dos
aprendices, durante la que uno de ellos
lanza un objeto contra su adversario,
quien lo evita, hiriendo a un tercero, es
imputable a falta intencional...—JESÚS M.
GALIANA MORENO (Cátedra de Derecho
del Trabajo, Universidad de Murcia).

SOCIOLOGIE DI/ TRAVAIL

Núm. 1, 3973.

RENE BARBIER: Une anályse institutionne'
lie du Service Social (Análisis institu-
cional del trabajo de las asistentes so-
ciales). Págs. 54-82.

El autor realiza este análisis partiendo
del estudio de la relación de ayuda y la
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relación de servicio; en ambas relacio-
nes es posible configurar un esquema-
tipo, El trabajo de la asistente social se
traduciría en una relación de ayuda en
la que intervienen como en la relación de
servicio: un experto, en este caso !a
asistente social; un cliente, el beneficia-
rio de la ayuda social, y diferirlo del es-
quema-tipo de la relación de servicio en
que el objeto a reparar no es tal objeto
sino un problema a resolver.

Se examina más adelante el actual «ma-
lestar» de las asistentes sociales inten-
tando hallar sus motivos; según el autor
de este trabajo, la causa está en la exis-
tencia de dos lenguajes que se enfrentan
en el trabajo de las asistentes sociales:
lo que Daniel Hamelin denomina «el len-
guaje de las intenciones» y «el lenguaje
de las instituciones», fundándose el pri-
mero en el hecho de que un trabajo no
es únicamente el enunciado de lo que
se hace aquí y ahora, sino de lo que se
espera, es, pues, un lenguaje que se des-
pliega en el campo de las idea* y que
desemboca en la utopía. La meta del tra-
bajador social es ayudar a los individuos,
familas y colectividades a hacer frente a
sus dificultades sociales, a enriquecer su
vida cotidiana y a elevar su condición so-
cial poniendo en movimiento las posibi-
lidades personales y colectivas. Esta me-
ta podría alcanzarse en el caso de una
realización total del esquema-tipo de la
relación de ayuda, pero, en la práctica,
el ideal está lejos de confundirse con la
realidad y es esa dicotomía la que crea
un malestar difícil de soportar.

Al analizar más detenidamente el len-
guaje de la institución y el lenguaje de las
intenciones que lo cubre, constata R. Bar-
bier cómo se subraya la imposibilidad
institucional de realizar una relación de
ayuda auténtica de la práctica profesio-
nal cotidiana: la actual institución del
trabajo de la asistente social, introduce en
esta relación de ayuda un malentendido

que impide la comunicación entre los su-
jetos de la relación, es decir, asistente
social y beneficiario de la ayuda, cor-
tando así la posibilidad de establecer una
corriente de confianza reciproca entre
ambos.

Como conclusión, señala el autor las
dos alternativas posibles para la asisten-
te social:

— Evitar cuestionarse sobre la ver'
dad de su función social como agente
de una institución de control y ges-
tión de la miseria, lo que facilita a
la institución y a los grupos que la-
dominan un mayor poder de manipu-
lación sobre la asistente social y al
beneficiario de la ayuda la posibilidad
de manejarlas mejor para obtener bie-
nes o servicios a menor coste.

— Si no quiere entrar en el juego
anterior, situación denominada en este
artículo «connivencia», lo único que
puede esperar de la asistente social
es la exclusión o la represión por par-
te de la institución.

Si la institución impone a sus agentes,
a los que ha formado en esta línea, el
control social y socio-cultural, así romo
la gestión de la miseria de los menos fa-
vorecidos, una tal situación no puede lle-
var más que a la metamorfosis de una
relación de ayuda auténtica en una rela-
ción de ayuda de tipo connivencial; pero
para mejor disimular el mecanismo y
conservar el secreto de su funcionamien-
to, que es la garantía del complot insti-
tucional general, la institución suscita un
discurso de la ilusión o lenguaje de las
intenciones, por eso a todo agente social
que intente analizar el mecanismo con
profundidad se le echa inmediatamente
fuera de la institución, sobre todo si des-
pués de analizarlo pretende transformar-
lo. Sin embargo, y a pesar de su fuerza
represiva, la institución no podrá con-
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«arrestar largo tiempo el creciente males-
tar de las asistentes sociales, ya que su-
pone contradicciones internas en la ins'
titución. En este sentido se subraya la
situación actual de las asistentes sociales
en Iberoamérica, en donde deben elegir
entre ayudar a mantener el orden social
existente o trabajar para modificar el or-
den político; entre ayudar a que las ma-
sas tomen conciencia de los problemas o
ayudar a los individuos, familias o gru-
pos a soportar su miseria.

Problemas de elección éstos que no
se plantean sólo en aquellos países sino
también en países desarrollados como
Francia, y para resolverlos, las asisten'
tes sociales deberán un día u otro to-
mar postura, eligiendo entre la asisten'
cía perpetua y sus variantes que disi'
muían el «desorden establecido», según
expresión de Enmanuel Mounier, y la
lucha institucional y política, si es que
quieren, realmente, ser uno de los suje-
tos de una relación de ayuda auténtica.
MARÍA LUZ SÁNCHEZ.

LE DROIT OUVRiER

Febrero 1973.

B. DELECLUSE: L'indemnite compensatri-
ce de Congés payes et la rupture du
contrat de travail. Págs. 47-50.

En este artículo pone de manifiesto el
autor las incongruencias que existen en
la regulación vigente en el ordenamiento
francés sobre la indemnización compen-
sadora de las vacaciones pagadas en el
supuesto de extinción del contrato de tra»
bajo.

Antes de la ley de 20 de julio de 1944
el trabajador perdía el derecho a vaca-
ciones, o a !a indemnización compensa-

dora de las mismas, en caso de ruptura

del contrato de trabajo:

a) Si la extinción era por causa
dependiente de la voluntad del tra-
bajador, salvo si era provocada por
falta grave del empresario,

b) Si ¡a extinción, siendo por cau-
sa dependiente de la voluntad del em-
presario, hubiera sido provocada por
una falta grave del trabajador.

A partir de la ley de 20 de julio de
1944 la indemnización compensadora es
debida, cualquiera que sea la parte que
produzca la extinción, salvo en caso de
falta grave del trabajador.

En opinión del autor, la explicación
de esta modificación es sencilla: en un
principio, se consideraban las vacacio'
nes pagadas como una recompensa que
se otorgaba a los "buenos trabajadores»;
posteriormente pasan a ser consideradas
como un modo de protección de la sa'
lud de los trabajadores. Se convierten así
en un derecho socia! fundamental.

Pues bien, estima Delecluse que si se
consideran las vacaciones pagadas como
una recompensa, es ilógico no suprimir-
las más que en el supuesto de falta gra'
ve; por el contrario, si se estima un mo-
do de protección de la salud de los tra-
bajadores, es anormal hacer cesar esta
protección en caso de falta, incluso grave.

Hace observar que estas incongruen-
cias no se producen a otros niveles, con-
cretamente en el supuesto de los traba-
jadores discontinuos. El trabajador de una
profesión de trabajo discontinuo percibe
su indemnización de vacaciones pagadas
de una Caja de Compensación, y la per-
cibe independientemente de los cambios
de empresario y de su causa.

Señala también que la falta grave del
trabajador ordinario repercute de forma
distinta sobre los derechos, según el día
de su comisión. Si el trabajador inmedia-
tamente después de haber tomado sus va-
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vaciones comete una falta grave que jus-
tifique su despido inmediato» sus dere'
chos a las vacaciones del año venidero no
se verán afectados más que en la medida
correspondiente al tiempo que necesite
para encontrar nuevo empleo; si la cO'
mete antes, pierde totalmente su derecho
a las vacaciones por ese año.

La jurisprudencia es en este sentido más
progresiva que el legislador al considerar
que la indemnización de vacaciones es un
elemento del salario de pago diferido que
íe adquiere «mes a mes». En este sen-
tido, como observa el autor, los Tribu-
nales obtienen las consecuencias lógicas
de tal afirmación. El mismo legislador ha
admitido esta posición otorgándole a la
indemnización el beneficio de «superpri-
vilegio» en caso de quiebra.

En este sentido hace notar que el Có-
digo de trabajo de los territorios de Ul-
tramar no priva al asalariado de la in-
demnización compensadora en caso de
despido por falta grave.

Todo ello conduce, en su opinión, a la
siguiente situación, tan incongruente co-
mo paradójica:

— Ei trabajador de una Empresa
de la metrópoli de trabajo continuo
goza de un régimen de vacaciones
pagadas menos favorable que el de
los trabajadores de Empresas de tra-
bajo discontinuo o de Ultramar.

— La indemnización compensadora
de las vacaciones pagadas constitu-
ye un salario diferido a todos los
efectos, salvo en caso de despido por
falta grave del trabajador.

Concluye afirmando la necesidad dé
poner fin a esta situación y deducir las
consecuencias lógicas de la naturaleza de
esta indemnización. En este sentido el
trabajador debe gozar de tal beneficio
cualquiera que sea la causa de la extin-
ción del contrato, observando el autor

que el empleador víctima de una falta
grave de su empleado tiene siempre U
posibilidad de reclamarle daños y per-
juicios que compensen el daño causado.

BoiTEL MAURICE: La prescription quín>
quennale de l'action en paiement des
salaires. Pág. 52.

Estudia el autor de este artículo la pre-
ocupación de la acción de pago de sala-
rios después de la reforma que ha intro-
ducido la ley de 16 de julio de 1971. Co-
mienza exponiendo el antiguo régimen,
en el que junto a un plazo de prescrip-
ción general de treinta años se estable-
cía un plazo especial de seis meses, que
afectaba a la reclamación de salarios. Es-
tima que el fundamento de la nueva le-
gislación, si bien amplía el plazo, tiene
por objeto lograr la protección de los em-
presarios contra la acumulación de deu-
das periódicas de salarios.

El artículo i.° de la ley de 16 de julio
de 1971 reforma el artículo 2.277 del ^-°'
digo civil en el sentido de establecer un
plazo de cinco años para la prescripción
de la acción de reclamación de salarios.
Pues bien, procede Boitel a un detenido
estudio de la citada normativa, haciendo
observar cómo el legislador precisa los
créditos sujetos a la prescripción en el
supuesto de los trabajadores a domicilio,
y cómo al utilizar la expresión obreros y
gentes de trabajo deben ingresar en e!
ámbito de aplicación de la ley los inge-
nieros y cuadros.

Sin embargo, los puntos más impor'
tantes de su análisis van referidos a pro-
cesar los elementos que integran la no-
ción de salario as! como los requisitos
que debe reunir el crédito salarial. En-
tiende Boitel por salario, de acuerdo ron
la tendencia jurisprudencial, toda suma
que tenga su origen en la prestación de
trabajo; así, se deben incluir dentro de
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•esta noción: indemnización de transpon
te, horas suplementarias, indemnización
de vacaciones pagadas, primas.

Analiza las exclusiones realizadas por
ta jurisprudencia respecto de la indemni-
zación de despido y de preaviso por no
considerarlos elementos del salario. Cri-
tica esta posición jurisprudencial por con-
siderar que la primera es un sustituto
del salario y que la segunda es una for-
ma de salario diferido, debínn, por tanto,
ingresar entonces, en su opinión, en el
marco de aplicación de la prescripción
de cinco años.

Señala como requisito la periodicidad
de los créditos salariales y estima arbi-
trario exigir la fijeza del montante del
salario, por considerar que en el sistema
social, económico y jurídico contemporá-
neo la noción de fijeza aritmética está
desprovista de significado. Considera a
continuación los problemas que plantea la
determinación del momento en el que
empieza a correr el plazo prescriptivo,

sobre todo el supuesto de existencia de
recibo de saldo y finiquito. Expone se-
guidamente los medios de combatir la
prescripción e interrupción (verbigracia,
reconocimiento de deuda por el empresa-
rio) y suspensión (en supuestos de fuer-
za mayor). Del mismo modo analiza la
normativa vigente respecto de la renun-
cia de los beneficios de la prescripción,
que la nueva ley regula en el sentido
de prohibir su renuncia antes de que la
prescripción se haya adquirido. Estudia
también la posibilidad de modificaciones
contractuales de la duración de la pres-
cripción, inclinándose en el sentido de
estimar posibles las que favorezcan al
deudor.

Termina el artículo Boitel realizando
un estudio de la puesta en práctica y
efectos de la prescripción, señalando la
necesidad de ser alegada por el empre-
sario y sus efectos liberatorios. Finaliza
exponiendo las disposiciones transitorias
para la aplicación de la ley.—MANUEL AL-
VAREZ ALCOLEA.

I T A L I A

LA RIVISTA ITALIANA
DI PREVIDENZA SOCIALE

Año XXV, núm. 3, mayo-junio 1972.

VITTORIO QUERCI: La invalidez pensio*

noble en las profesiones libres. Pági-
nas 377-390.

La definición que el artículo 10 del
Real Decreto-ley de 14 de abril de 1939
ofrece para determinar la invalidez cau-
sante del derecho a pensión, resulta in-
eficaz cuando haya de aplicarse a las pro-
fesiones ubres. La razón de ello está en
que su ejercicio no sólo comporta «la
plena y completa facultad de autodeter-

minación discrecional en orden a la con-
ducta técnica a observar», sino que, a
más de "la ausencia de vínculos de su-
bordinación frente al acreedor de traba-
jo», representa la adquisición de cono-
cimientos, con frecuencia resultado de
una larga preparación, que proporcionan
una capacidad difícilmente sustituíble. De
aquí que la imposibilidad de continuar en
el ejercicio por causas biológicas, sea su-
ficiente en la generalidad de las dispo-
siciones de asistencia a profesionales pa-
ra conformar el derecho a la pensión por
invalidez. Contrastan así con el posible
cambio de actividad que en la norma an-
teriormente indicada se prevé con carác-
ter genérico.

Algunos ejemplos de estas disposicio-
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nes son los que se exponen a continua-
ción para determinadas profesiones.

En primer lugar, y respecto a los pro-
fesionales de la Medicina, el detecho na-
ce en cuanto queden «inhábiles de modo
absoluto y permanente para el ejercicio
de la actividad profesional a causa de
accidente o enfermedad». El problema
consiste en determinar qué se entiende
por «actividad profesional»: Si se re-
fiere a la profesión médica en general, el
resultado sería la no concesión del de-
recho mientras sea posible el cambio de
una especialidad a otra, lo cual resulta
de difícil aplicación en los profesionales
cuya avanzada edad dificulta la necesaria
preparación. Por ello, parece más lógi-
co que se refiera a la profesión médica
en sentido estricto, es decir, a la última
especialidad ejercida. Esto, sin perjuicio
de que la juventud del inválido pueda
hacer optar por la primera.

No ocurre así en caso de los farma-
céuticos, dada la índole de su actividad:
!a industrialización en la fabricación de
específicos y la organización comercial
de su expedición con frecuencia realiza-
da por personal al efecto, hace más difícil
de concebir una invalidez que impida la
continuidad de actividades.

En cuanto a las profesiones técnicas
los condicionantes son los mismos exami-
nados por las profesiones médicas: «in-
validez» que impida de modo absoluto
y permanente el ejercicio de la actividad
profesional. Sólo existe una adición, por
!o demás criticable, respecto a los geóme-
tras: la pensión se concede, previa la
cancelación de la inscripción en el li-
bro registro de ejercitantes. La crítica se
basa en la probable violación al dere-
cho de recuperación ya que ésta sólo es
posible mediante el ejercico, aunque só-
lo marginal, de la profesión.

Pero es en la regulación de la Caja Na-
cional de Previsión y Asistencia a los
abogados y procuradores donde mayor
riqueza se encuentra para la determina-

ción de la invalidez causante. A tenor
del artículo 4.0 de la ley de 29 de dicierri'
bre de 1969, se reconoce el derecho a
pensión al abogado o procurador inscri-
to en la Caja cuya «enfermedad o acci'
dente comporte una reducción permanen-
te de la capacidad de ejercicio profesio-
nal en medida no inferior al 60 por too».
Con la introdución de este porcentaje el
legislador se aparta del criterio de «in-
capacidad absoluta», acercándose a los
más actuales de valoración. Sólo se plan-
tea el problema de que para ser inserí'
to y permanecer en la Caja es precise*
desempeñar la profesión de manera con-
tinua, y ello puede ser difícil para quien
vea reducida su actividad al 40 por 100.
A tal efecto el Comité de Delegados de
!a Caja ha previsto una cifra de ingre-
sos anuales por la que se presume el
ejercicio profesional.

Por último, la Caja Nacional del Nota-
riado concede una pensión especial para
el notario que «resulta absoluta y perma-
nentemente incapaz, cuando el ejercicio
de las funciones haya constituido la úni-
ca "causa, directa e inmediata" de la
incapacidad». No así cuando el ejercicio
profesional sólo fue «ocasión» de la le-
sión o enfermedad. De todas formas, por
la índole consultiva de sus servicios el
primer supuesto se presenta poco rea!.

En conclusión: Se observa que cuanto
más se aleja del trabajo subordinado el
riesgo de invalidez más se particulariza
el concepto de la misma, concretamente
en función del tipo de actividad que se
desarrolle y el grado de especialización
alcanzada.—FRANCISCO JAVIER PRADOS DE

REYES.

ROMANO SANCINI : La prestazione di lavo*
ro manuale nell'assicurazione contra gli'
mfortuni sul laz'oro e le malattíe pro-
fessionali in presenzp. della tutela so'
cíale del lavoratore. Págs. 390-400.

El legislador, en el TU de las dispo-
siciones del seguro obligatorio de acci-
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dentes de trabajo y enfermedades profe-
sionales (DPR de 30 de junio de 1965, nú-
mero 1.124), no ha incluido en su ámbi-
to a todos los trabajadores. El artículo 4.0

establece que el seguro comprende a
.•aquellos que de modo permanente o ac-
cidental prestan, bajo dependencia de
otros, una obra manual retribuida, cual-
quiera que sea la forma de retribución».

Aquí únicamente nos centramos en el
requisito de la «manualidad" de la pres-
tación de trabajo. ¿Qué elementos deter-
minan éste?

El requisito relativo a la extensión de
la tutela de accidentes sólo puede ser
afrontado eficazmente a través del aná-
lisis del artículo i." y artículo 4.0 del
texto de 1965. El legislador ha ejempli-
ficado una serie de actividades objetiva-
mente peligrosas pero precisas que su tu-
tela pública está subordinada a ¡a pre-
sencia en el trabajador de las «condicio-
nes' previstas en el título primero (ges-
tión industrial) del texto único. En re-
sumen, el artículo 1." determina y deli-
mita en sentido objetivo el riesgo tute-
lado. Queda por establecer si el legisla-
dor, con los términos utilizados en el
artículo 4."(i), pretende perpetuar la tra-
dicional distinción entre la categoría de
empleados y obreros reservando sólo a la
segunda, salvo excepciones, la tutela de
los accidentes de trabajo.

El artículo 2.095 del Código civil pide
a las leyes especiales y a los convenios
colectivos la determinación de los requi-
sitos pedidos para distinguir las dos ca-
tegorías. Faltando aquellas disposiciones,
el criterio es el establecido en el Decre-
to-ley de 13 de noviembre de 1924, nú-
mero 1.825, 1 u e hace referencia al ele-
mento de la colaboración. La distinción
no se basa en el carácter intelectual o
manual de la prestación sino en la refe-
rencia a las misiones propias del empre-
sano. Pero esto parece que no es fun-
damento válido para una correcta del)'
.miración de la extensión subjetiva de la

tutela de accidentes. En el Decreto de
1965 hay un nuevo criterio para indi-
viduar los sujetos titulares del dere-
cho al seguro: el de la «prestación de
un trabajo manual» que de ningún modo
puede ser «conducido a la distinción em-
pleado - obrero porque la calificación de
empleado no excluye las prestaciones ma-
nuales.

El requisito de la manualídad subsis-
te cada vez que aparece como el elemen-
to caracterizador de la prestación labo-
ral. Sólo en el momento en que termina
la actividad desplegada puede ofrecer la
posibilidad de individuar el aspecto ma-
nual prescindiendo de las caracterizacio-
nes de las diversas fases que lo han pre-
cedido.

La expresión «trabajo manual retribuí-
do» tiene un significado limitativo de la
tutela asegurativa en relación a los suje-
tos trabajadores. Es el requisito de fon-
do el que condiciona cada ulterior inda-
gación acerca de la presencia de una
actividad protegida en cuanto portadora
de riesgo.

ALFONSO LIQUORI: In tema di lavoro e
di previdenza dei íaici dipendenti da
enti di culto, Págs. 400-414.

La regulación de los laicos dependien-
tes de los «entes de culto» tiene escasa
consideración tanto en las leyes eclesiás-
ticas como en las estatales. El error ini-
cial del legislador está en asimilarlos a
los sujetos religiosos o a los trabajado-
res domésticos —los argumentos emplea-
dos son: gratuidad del trabajo, retribu-
ción indeterminada o no determinable,
religiosidad del trabajo, etc.—, también
son considerados por algunos como de-
pendientes públicos. Como consecuencia
de ta! asimilación están privados de al-
gunos derechos de naturaleza social y
económica. Ello resulta bajo todos los
aspectos antijurídicos y antisociales.
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Deben considerarse superados los ar-
gumentos que han llevado a la individua-
lización de los entes eclesiásticos como
entes públicos estatales y debe creerse
inexacto el criterio de considerar sus ac-
tividades laborales como misiones domés-
ticas.

Las leyes de previsión también los con-
sideran domésticos o porteros y los ar-
gumentos son los mismos que los dichos
ya para el Derecho del trabajo. No tie-
nen derecho a prestaciones familiares par-
que son creídos por el INPS dependien-
tes públicos, ni derecho a indemnización
en caso de desempleo involuntario por-
que la domesticidad de su trabajo no
consiente tal derecho; tampoco se les
protege contra los accidentes de trabajo
sino simplemente contra el riesgo de in-
validez; se les reconoce la pensión de
vejez y el seguro de enfermedad aunque
con limitaciones. Es necesario y urgente
que el legislador ponga remedio emanan-
do normas particulares para estos suje-
tos sin tener en cuenta los ilógicos cri-
terios adoptados porque nacen de falsos
principios y son contrarios a las normas
constitucionales. En particular es deseab1e
que se les complete la seguridad social.—
MARÍA DOLORES ALONSO VALEA.

RIVISTA G1URIDÍCA DEL LAVORO
E DELLA PREV7DENZA SOCIALE

Enero-abril 1973.

BlANCHl D'URSO FLAVIO: 11 lavoro naw

tico e la nuova disciplina dei Vicenta'
menú individual!. Págs. 17-39.

Se plantea el autor en este artículo la
posible aplicación de la ley de 15 de ju-
lio de 1966 que regula los despidos indi-
viduales en el supuesto del contrato de
trabajo náutico o contrato de embarco.
Comienza por afirmar que el contrato de
embarco presenta unas características pe-

culiares que le diferencian del contrate
genérico de trabajo. Tal especialidad se
pone de manifiesto en la regulación con-
cerniente a la extinción de la relación1

laboral. Así hace notar la facultad reco-
nocida al armador por el artículo 345 def
Código de la Navegación, de resolver
en cualquier tiempo y lugar y por cual-
quier razón el contrato de embarco.

Procede, seguidamente, a realizar un
análisis crítico de las posiciones adopta-
das por la doctrina respecto de la apli-
cación en este supuesto de la ley de 15
de julio de 1966. Considera que la tesis
afirmativa basada en la derogación táci-
ta del artículo 345 por la nueva ley ca-
rece de fundamento, por dos razones: en*
primer lugar, porque las normas comu--
nes sólo actúan como supletorias de las
normas especiales cuando existen lagu-
nas, supuesto que no se da en el con-
trato de embarco; la derogación, por tan-
to, debería ser expresa. En segundo lu-
gar no se puede aplicar el principio lex
posterior derogai priori, puesto que no1

parece que el legislador haya querido, en
el artículo i.° del Código de la Navega--
ción, establecer un criterio de integración;
de la disciplina especial válido para el
futuro.

Respecto de las tesis negativas que han
sido sostenidas con mayor número de
argumentos, también procede a su crí--
tica rebatiendo las diversas soluciones doc-
trinales. Así, respecto de la afirmación*
de que la ley de 15 de julio de 1966 no
se aplica en el supuesto del contrato de
embarco por referirse únicamente a ew
pleados y obreros, estima que los tripu-
lantes caben dentro de esa noción y, ade-
más, no están excluidos expresamente de
la aplicación de la nueva ley. Con refe-
rencia a la afirmación de que la seguri'
dad de la navegación requiera una li-
bertad en la elección del personal que no
se da en otras Empresas, no la considera
convincente por cuanto no le parece que
la aplicación de la ley de 15 de julio de"
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1966 supusiese un atentado a la seguri-
dad, por significar únicamente un con-
trol jurisdiccional al posterior de la va-
lidez de! despido. En cuanto a que la
competencia para juzgar ía validez dpi
despido está atribuida al comandante del
puerto o a tribunales especiales, consi-
dera que no se puede resolver un pro-
blema de derecho sustantivo en base a
su tratamiento en el derecho adjetivo.

Afirma el autor que el problema debe
plantearse desde el punto de vista de la
constitucionalidad del artículo 345 del
Código de la Navegación. Considera que
el artículo 3.0 de la Constitución tolera
disciplinas diferenciadas si se está en
presencia de situaciones diversamente ca-
racterizadas. Debe estudiarse, por tanto,
si la disciplina común (ley de 15 de ju-
lio de 1966), ataca el interés general pú-
blico inherente a la esfera de la nave-
gación. No se pone en peligro, en su
opinión, la seguridad de la navegación
por un control cronológicamente postenor
sobre los motivos del despido. Al no exis-
tir, por tanto, razones que justifiquen una
peculiaridad en la regulación del despido,
hay que afirmar la inconstitucionalidad
de los preceptos del Código de la Navega-
ción citados. Concluye, por tanto, la apli-
cación de la ley de 15 de julio de 1966 al
supuesto del contrato de embarco y es-
tima debían ser suprimidas por la Corte
Constitucional las normas referentes al
despido contenidas en los artículos 342 y
345 del Código de la Navegación.

Termina Bianchi el artículo estudiando
el problema de si la aplicación de la re»
gulación común de! despido debe reali-
zarse teniendo en cuenta las innovaciones
introducidas por el artículo 18 del Stú-
tuto dei Lavoratori. Considera que, si
bien el artículo 35 del Statuto remite»
en el supuesto del contrato de embarco,
a la contratación colectiva, tal remisión
debe entenderse hecha en la medida de
adecuar los principios del Statuto a las

peculiaridades del trabajo en la nave,
pero los principios tienen el carácter de
inderogables.

PLACIDO PETINO: Dtritto di Assemblea <r
legitimazione sindacale non rapptesen-
tativa a ricorrete ai sensi deli'art. 28
deílo statuto. Págs. 39-60.

Procede el autor en este artículo a un
detenido estudio sobre la legitimación ac-
tiva para instar el procedimiento de re-
presión de la conducta antisindical del
empresario, regulado en el artículo 28 del
Sstatuto dei lavomtori. Suscita su dis-
curso, una sentencia del Pretore de Bi-
seeghe, que se manifiesta en el sentido
de reconocer con carácter exclusivo la
legitimación activa a los organismos sin-
dícales provinciales de las asociaciones-
sindicales nacionales mencionadas por la
ley.

Parte en su análisis de estimar que
no se puede hablar de legitimación ex-
clusiva de las asociaciones sindicales na-
cionales, si se tiene en cuenta que para
ello seria necesaria la existencia de un
interés objetivamente autónomo del Sin-
dicato. Tal interés autónomo no existe
en su opinión: i.° Porque la represicn
de la libre expresión sindical del grupo-
organizado se realiza a través de limita-
ciones a la libertad de los individuos me-
diante instrumentos lesivos de su inte-
rés individua!, lo que supone la existen-
cia de un interés concurrente con el de!
Sindicato, z," Porque dadas las peculia-
ridades características del sindicalismo ita-
liano, éste no actúa en función de su
propio desarrollo organizativo, sino en
función de los intereses de la clase obre-
ra en genera! y, consecuentemente, en
defensa de los derechos del trabajador
individual. En base a estas consideracio-
nes afirma que no sólo las asociaciones
sindicales nacionales se encuentran legi-
timadas; de igual manera cabe la Jegi'
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limación de las representaciones sindica-
les de Empresa.

Continúa Petino analizando tres tipos
de asamblea: la asamblea realizada du-
rante el horario de trabajo hasta el lí-
mite de diez horas anuales, y retribuida;
la asamblea no retribuida que se reali-
za en el lugar de trabajo fuera del ho-
rario de trabajo, y la asamblea no re-
tribuida dentro del horario de trabajo.
Excluye esta última como hipótesis de
ejercicio del derecho de asamblea y es-
tima que en este supuesto se debe hablar
de huelga blanca (sciopero bümco). Con
respecto a los dos primeros considera que
según el artículo 19, los legitimados pa-
ra dirigir la Asamblea y, por tanto, pa-
ra reclamar los locales, son las represen-
taciones sindicales de Empresa. De ello
debe deducirse que sí existe un compor-
tamiento del empresario que tiende a ne-
gar u obstaculizar el ejercicio de este de-
recho, los legitimados para recurrir se-
rán las organizaciones sindicales que
reúnan los requisitos para constituir re-
presentaciones sindicales de Empresa o
las propias representaciones sindicales.

Pone, entonces, el dato decisivo para
determinar la organización legitimada en
1a representatividad. Entiende Petino que
tal representatividad no es la de tipo po-
lítico, ni la que se adopta para la parti-
cipación de los Sindicatos en las funcio-
nes de !a Administración pública, sino
que viene dada por la capacidad de las
organizaciones sindicales de crear en tor-
no a las libertades individuales de los
trabajadores un soporte válido. La repre-
sentatividad no debe venir determinada,

,en su opinión, por la fuerza numérica, si-
no como resultado de la conjunción de
una serie de elementos inciertos e inde-
terminables como el prestigio, el grado
r¿e independencia del Sindicato e, incluso,
Ja antigüedad del mismo.—MANUEL AL-

'l'AREZ ALCOLEA.

RIVISTA Di DIRITTO DEL LAVORO

Núm. 3-4, julio-diciembre 1972.

L. LEVI SANDRI: Statuio dei lavoratori
ed enti pubbUd. Págs. 311-345.

Se estudia el campo de aplicación, con-
secuencias y límites del artículo 37(2)
del Estatuto de los trabajadores: «... Las
disposiciones de la presente ley se apli-
carán del mismo modo a las relaciones de
empleo de los trabajadores dependientes
de otros entes públicos, salvo que la
materia sea regulada de modo diverso
por normas especiales.»

El proyecto de ley no contenía una
norma análoga a la del actual artículo 37.
Fue la X Comisión del Senado quien tra-
tó de comprender en el campo de aplica-
ción del Estatuto además del empresario
privado a los entes públicos económicos
y sus trabajadores dependientes. La ex-
tensión a los trabajadores dependientes
de los entes públicos «no económicos»
fue decidida en el Parlamento.

En cuanto al significado de la expre-
sión «otros entes públicos» debe conside-
rarse excluido el Estado. El legislador ha
cuidado distinguir entre «Estado» y «en-
tes públicos» en general y de no com-
prender en la genérica expresión «entes
públicos» al Estado; esto no da lugar a
un trato menos favorable para los tra-
bajadores estatales, ya que muchos ins-
titutos previstos en la ley núm. 300 ga-
rantizan un trato análogo y a veces más
favorable que para los trabajadores pri-
vados.

La aplicabilidad del Estatuto está subor-
dinada a la inexistencia de normas espe-
ciales que regulan de modo diverso la
materia. ¿Cualquier norma especial pnede
conducir a la no aplicación del Estatuto?
La respuesta es negativa. Si se ha admi-
tido es porque se ha creído un deber no
descuidar las múltiples exigencias a las
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cuales los entes públicos deben hacer
frente en su organización y en su activi'
dad, múltiples exigencias que no era
posible tener en cuenta en el Estatuto.

Se especifican las normas del Estatuto
que no pueden encontrar aplicación en
una relación de empleo público.

Las controversias entre el ente y los
trabajadores son controversias en mate-
fia de empleo público y, por tanto, com-
petencia del juez administrativo. Las te-
nidas entre el ente y los organismos sin-
dicales son competencias del pretor. El
autor cree que el artículo 28 del Estatuto
debe encontrar aplicación en relación a
los entes públicos. ¿El artículo 28 dero-
ga el artículo 4." de la ley de 1865? Se
ha sostenido que el artículo 28 respe-
taría los límites que la ley de 1865 fija
al juez ordinario en relación a los actos
de la Administración pública. En opinión
del autor, por vanas razones, el Esta-
tuto a través de lo dispuesto en los ar-
tículos 37 y 38 no ha derogado el artícu-
lo 4.0 de la ley de 1865. El pretor, en
caso de comportamiento antisindical por
parte de un ente público, debería limi-
tarse a declarar la ilegitimidad. El ente
deberá conformarse y en caso de no
obediencia se interpone un recurso al
juez ordinario.

Algunas conclusiones pueden ser mo-
tivo de perplejidad e insatisfacción. Esta-
mos ante una situación que sólo una in-
tervención legislativa podría simplificar,
por ejemplo: que confiase a los Tribu-
nales administrativos regionales el pro-
cedimiento previsto en el artículo 28 en
relación a los entes públicos. Lo mismo
podría decirse en cuanto a la conclusión
acerca de los poderes del pretor y los
límites que encuentra cuando investiga
el comportamiento antisíndical de un en-
te público. Estas consideraciones demues-
tcan !o prudente de la propuesta formu-
lada por la X Comisión del Senado de
una delegación legislativa que habría per-
mitido ver y. afrontar en particular estos

problemas o los más importantes, y de
dictar una disciplina de la materia que
fuese adecuada a la naturaleza y exigen-
cias particulares de la relación de empleo
público.

Se podría pedir la intervención legis-
lativa para superar las mayores dificul-
tades si no fuera porque podría ser utili-
zada para introducir otras modificaciones
en el Estatuto; éste, aunque tiene mu-
chas pegas, es el texto más importante
que tiende a concretar algunos principios
constitucionales que algunos preferirían
ver en las declaraciones programáticas.
Por todo lo cual sería preferible confiar
a la Jurisprudencia —en su significado ge-
neral de ciencia del Derecho— la tarea
de adecuar a la realidad este texto.

F. SANTOBO PASSARELLI : Sulla disciplina

negoziale del diritto di sciopero. Pági-
nas 345-351-

Es un discurso de introducción al tema
de Scognamiglio «La disciplina negoziale
del diritto di sciopero». Se pregunta si
hoy es posible una disciplina negocial del
ejercicio del derecho de huelga. Cree que
a los Sindicatos de los trabajadores no
les conviene descartar esa solución por
dos razones esenciales: 1. Por la partici-
pación siempre más activa del Sindicato
en la política general para una tutela más
eficaz de los intereses de los trabajado-
res. 2. Por la justa defensa de la prima-
cía del Sindicato en el cuidado de los
intereses profesionales, en relación a los
trabajadores y grupos espontáneos. Debe,
efectiva y exclusivamente, incumbir al
Sindicato la decisión en torno a la huel-
ga; este objetivo puede realizarse mejor
si las asociaciones profesionales de traba-
jadores convienen con las de los empre-
sarios una disciplina del ejercicic del de-
recho de huelga en la medida que crean
conveniente; así, los acuerdos podrían
ser más fácilmente respetados.
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¿El artículo 40, que prevé una regula-
ción legal del ejercicio del derecho de
huelga, consiente una reglamentación ne-
gocial? Se entiende que no existe una
prohibición contenida en la Constitución,
y que es el Sindicato quien decide un
pacto que regule el ejercicio.

En cuanto a la eficacia de la disciplina
negocial, si se concluye un convenio co-
lectivo, éste obliga a los contratantes,
pero ¿cómo obliga respecto a cada uno
de los adherentes, trabajadores y empre-
sarios? Unos opinan que sólo surgiría
un deber de las asociaciones contratantes
de influir en sus respectivos adherentes
para que se atengan a lo convenido.
Otros, opinión compartida por Santoro,
piensan que una vez admitida la posi-
bilidad de un convenio colectivo, que re-
gule el ejercicio del derecho de huelga,
no se ve por qué no se debe verificar
una eficacia automática sobre cada rela-
ción de trabajo que es propia del conve-
nio colectivo. Hoy no se duda que para
las condiciones de trabajo hay una inser-
ción automática de las cláusulas del con-
venio colectivo. Si se cree que las ascv
elaciones profesionales obran también pa-
ra los adherentes, debe admitirse que
éstos deban respetar lo establecido en el
convenio colectivo. La eficacia respecto
a aquellos es una eficacia directa, en re-
lación a aquellos que son representantes
de las • asociaciones cuando concluyen el
convenio colectivo.

Santoro piensa que una vez convenida
una disciplina del ejercicio de la huelga
debe valer no sólo para las asociaciones
profesionales contractuales sino también
para cada uno de los adherentes.

R. SCOGNAMIGLIO : La disciplina negozia-
le dtl dintto di sciopero. Págs. 35i'376.

Los trabajadores en el desarrollo de
la actividad productiva sólo pueden ha-
cer sentir su voz a través de formas co-

lectivas de lucha, siendo la huelga e! mov
délo típico y el instrumento más eficaz.

El ejercicio del derecho de huelga no
debe quedar abandonado al espontánea
e incontrolado desencadenamiento de las
fuerzas interesadas. Se requiere una auto^
disciplina de la huelga, por obra de la*
mismas fuerzas sindicales. Las experien-
cias más fecundas para la autodisciplina
de la huelga parecen apoyarse en acuer-
dos entre las organizaciones sindicales y
las de los empresarios.

La huelga constituye un medio de auttK
tutela al lado del convenio colectivo; en-
tre los dos medios de acción existe una:
relación de implicación recíproca. Los Sin^
dicatos se sirven de la huelga para obte-
ner mejores condiciones de contratación
y el convenio colectivo constituye la tí-
pica estructura para la composición ne-
gocial de las controversias económicas.

Se analizan algunos perfiles de los pac-
tos acordados en la disciplina de la huel-
ga: quienes están legitimados a la esti-
pulación de tales pactos; forma de actuar
ción; objeto de la reglamentación conven^
cional. Deteniéndose sobre todo en los
efectos de las cláusulas reguladoras de
la huelga en relación a las asociaciones-
contratantes y, sobre todo, de los traban
jadores interesados. Las asociaciones sin--
dicales si proclaman la huelga o deciden
su actuación en violación de pactos son
incumplidores de las obligaciones por ellas-
asumidas. Pero la proclamación (contrac-
tualmente ilegítima) existe y obra, en ca-̂
da caso, en relación a los trabajadores,
los cuales pueden ejercitar legítimamente
la huelga.

Si los Sindicatos no proclaman la huel-
ga, los mismos trabajadores, inscritos o
no, no podrán ponerse legítimamente en
huelga por aquello de que dependen de
la iniciativa de las asociaciones, a no ser
que los trabajadores se constituyan en
coaliciones ocasionales que, poniéndose
fuera de la acción y de los poderes de
los Sindicatos, decidan a su vez legíti'
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mámente abrir la hostilidad, con la sola
consecuencia de la responsabilidad disci'
plinaria, en la cual los trabajadores po-
drían incurrir respecto a las asociaciones
a las que están inscritos.

En definitiva, la huelga sólo produce
eficacia obligatoria respecto de las aso-
elaciones contratantes, las cuales quedan
vinculadas a observar todos los contení'
dos positivos y negativos que pueden
constituir la materia típica de los pactos
y a respetar las condiciones y términos
previstos para la proclamación de la huel'
ga. La disciplina convencional de la huel'
ga, abstractamente admisible, no asume
una fuer/a adecuada para garantizar una
efectiva actuación. Tal vez sea tiempo de
admitir que la efectiva fuerza de actúa'
ción de los pactos sindicales no puede
ser medida según los esquemas privados
y deba creerse que los instrumentos y
reglas de derecho, los cuales en el pía'
no formal parecerían asumir una efica'
cia sólo indirecta y demasiado limitada,
constituyen en el contexto de las accio'
nes y de la finalidad del orden sindical,
un punto válido y la única solución acep'
table para la vinculabilidad de los pactos.
El autor tiene esperanza sobre la validez
de la línea de disciplina negocial de la
huelga. Ello puede suscitar perplejidad y
preocupaciones pero la razón de que el
ejercicio de la huelga no sea fruto de d e
cisiones autoritarias y represivas debería
prevalecer sobre ellas.

G. ZANGARI : Gli efjetti dello statuto det
lavoratori sulla contmtazicme collettiva
anche aZXienddLe. Págs. 376-444.

La ley de 1970, así como la legislación
europea de este período, ha constituido la
máxima tentativa de las fuerzas políticas
de interpretar el profundo cambio en
el fenómeno sindical y de reaccionar pro-
poniéndose «institucionalizar» los aspee
tos más significativos. Esta ley ha signi-

ficado la definitiva consagración jurídico-
legal del «Sindicato de hecho», de una
concepción del Sindicato que se concede
el máximo de autonomía y se reserva la
competencia de organizarse interna y
externamente con los otros tipos de or-
ganizaciones de trabajadores y más en
general con las fuerzas sindicales. No
ha dispuesto nada, salvo excepciones so-
bre la actividad contractual colectiva, de-
jando que ésta fuese reservada íntegra-
mente a la autonomía de los mismos Sin-
dicatos.

El legislador se ha tenido que ocupar
de una materia en la que ha habido una
trasposición del poder sindical del área
industrial o de la categoría al de la Em-
presa, y hacer objeto de contratación «pa-
ritaria» materias que por tradición eran
objeto de decisiones empresariales.

En cuanto al sistema oficial de contra-
tación colectiva realizada por las organi-
zaciones superiores, el legislador habría
debido elegir entre los dos siguientes cri-
terios: 1. Concentrar en el sindicalismo
oficial y superempresarial, aunque a tra-
vés de «agentes contractuales» compe-
tentes a negociar sobre el nivel empre-
sarial, todos los poderes representativos
y contractuales de la Empresa. 2. Aco-
ger el esquema del pluralismo institu-
cional y representativo. La primera solu-
ción ha sido adoptada por el legislador
inglés, la segunda por el francés.

El legislador italiano, como el francés
y el alemán, no ha reglamentado con de-
talle la actividad contractual ni ha con-
cebido la presencia de las varias forma-
ciones sindicales como «agentes contrac-
tuales» con o sin poderes de exclusividad,
hipotizando algunos supuestos específi-
cos en que tales representaciones están
legitimadas a negociar y a dar vida a
«contratos» aplicables a todo el perso-
nal. La ley del 70 no ha puesto las con-
diciones óptimas para una solución más
equilibrada de los conflictos, más bien
ha creado los motivos para posteriores
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distorsiones y desequilibrios en las re-
laciones existentes en el movimiento sin-
dical.

Se estudian los efectos que la ley ha
producido en el desarrollo sucesivo de la
contratación colectiva: sobre su estruc-
tura, eficacia y contenido. El aspecto de
la estructura es respecto al cual la expe-
riencia contractual sucesiva a la entrada
en vigor de la ley presenta caracteres
más innovadores y más interesantes tan-
to desde el punto de vista jurídico como
del político-sindical. Lo que más intere-
sa, porque el Estatuto ha originado efec-
tos más relevantes, es la representati-
vidad de las formaciones sindicales den-
tro de la Empresa y el eventual recono-
cimiento por vía contractual por parte
del empresario. Es conocido el gran pro-
ceso histórico de «reestructuración» de
la industrial relatíons también en Italia
seguido a la instalación de las forma-
ciones sindicales a nivel de Empresa.
Este fenómeno ha perturbado el prece-
dente sistema de sindicalización porque
Sindicatos y contratos en el área europea
eran tradicionalmente mantenidos lejos

. de la Empresa. Al. final del decenio 60-70
se puso en crisis la contratación exclu-
siva a nivel nacional. Esto ha determi-
nado un nuevo curso de las relaciones
entre Sindicatos y management, pero an-
tes ha inducido a la organización sindical-
tradicional a reexaminar su precedente
estrategia; con una base sindical quieta
e indiferente políticamente la actividad
sindical se desarrollaba a través de pro-
cesos de imitación; el despertar de esa
base sindical ha creado un nuevo poder
conflictual hacia aquél «institucionaliza-
do» en el Sindicato tradicional.

El «patronato» está persuadido que la
«pulverización» del principio de repre-
sentatividad a nivel empresarial es la cau-
sa principal del desorden contractual y
de las repercusiones negativas en el pla-
no económico. Los Sindicatos, sin embar-
go, piensan que la ausencia de vínculos

legales o contractuales en las posiciones
representativas y contractuales ejercita-
bles en la Empresa es la condición esen-
cial para la superación de la concepción
del Sindicato como factor «subalterno» y
«defensivo» del régimen capitalista y para
una mayor participación de la clase tra-
bajadora al proceso de formación y acu-
mulación del capital.

La ley del 70 ha privilegiado a las
organizaciones más representativas refor-
zando así indirectamente las premisas pa-
ra que éstas controlen la actividad con-
tractual en la Empresa. Los empresarios
piden para una mayor efectividad que
la otra parte contratante esté constituida
por organizaciones representativas capa-
ces de comprometerse en la aplicación
del contrato y de comprometer la volun-
tad de la mayoría de los trabajadores de
la Empresa. El poder de contratación sólo
podría ser ejercitado por las organizacio-
nes dotadas de patente representatividad.
Contra esta posición del «patronato» se
han puesto dos tipos de objeciones: unas
jurídicas y otras político sindicales, estas
últimas dotadas de argumentos más com-
plejos y de más peso.

Oficialmente los Sindicatos han favo-
recido el fenómeno de descentralización
del poder contractual. La oposición hacia
formas de reconocimiento contractual no
puede desplegarse con consideraciones de
tipo jurídico ni político, y es entonces
más posible que la organización sindical
superior, de por sí reacia a delegar el
poder contractual a formaciones que ope-
ran en inmediato contacto con la base
empresarial, solicite una tasa más alta de
sindicalización, antes de obligarse en una
normativa general que la despoje del po-
der de contratación a nive! de Empresa.

Es difícil decir si en el sistema italia-
no es útil la técnica de los reconocimien-
tos contractuales a nivel de Empresa y
si eso puede presentar ventajas o des-
ventajas. La única real alternativa a la
solución del reconocimiento contractual
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podría ser ofrecida por la existencia de
inequívocos canales e instrumentos de
unión estructural y funcional entre las
representaciones empresariales y la orga-
nización superior, lo que confirmará los
convenios nacionales, ya que garantiza-
rían la parte patronal respecto del desea-
ble control de la iniciativa contractual de
la Empresa.

Está confirmada por el Estatuto la ten-
dencia que la contratación empresarial
del trienio 1970-72 ha revelado hacia for-
mas de colaboración y de pluralismo sin-
dical en el ejercicio del poder contractual.

La instauración de posiciones de mono'
polio en favor de las organizaciones más
representativas sobre el plano nacional
daría vida a un más amplio proceso de
^racionalización» del sistema contractual;
un proceso así es solicitado ya ahora en
el pacto federativo. Por una parte, la ne-
cesidad de proceder a reconocimientos
contractuales de representatívidad sería
tal vez superada y al método de conve-
nios colectivos se le abrirían nuevos ho-
rizontes hacía la introducción de «con-
tratos de productividad».—M.a DOLORES
ALONSO VALEA.

ANTONIO FONTANA: La extinción de ]a

relación de aprendizaje. Págs. 444-575.

Demostrada la imposibilidad de acudir
a la ley núm. 604 sobre despidos, para
conocer las normas aplicables a la extin-
ción del contrato de aprendizaje (v. en
el número anterior la primera parte de
estudio), habrá que acudir a las normas
de la Sección III del Códico civil en
virtud de la remisión que a ella hace el
artículo 2.134. Ahora bien, el reenvío no
tiene carácter unívoco, puesto que la sec-
ción indicada abarca tres hipótesis distin-
tas sobre las que puede operar la extin-
ción: el contrato de trabajo en prueba,
el contrato de duración determinada y el
contrato de duración indefinida.

En cuanto a la primera, queda bien di-
ferenciada del contrato de aprendizaje, ya
que, si bien ambos cesando en un plazo
más o menos breve tienden a la consti-
tución de una relación de trabajo ordi-
naria, no son idénticos, pues el contrato
de aprcndÍ7.ijp también puede estar s e
metido a un período de prueba inicial.
Es decir, cabe acudir a estas normas en
cuanto se hubiera previsto la prueba y
mientras dure ésta.

Si la prueba no se hubiera previsto en
el aprendizaje, o hubiera concluido, ha-
brá que acudir a las normas que se re-
fieren al contrato ya definitivo. Y dentro
de éstas a las específicas de! contrato
de duración indefinida o al de duración
determinada. Tratando de realizar la elec-
ción, algún autor (Suppiej) ha afirmado
que las formas de duración son elemen'
tos accidentales de) contrato y que el
aprendizaje es compatible con las dos.
Sin embargo, tratándose de • una- reía-
ción especial montada sobre un elemento
típico que la identifica, 110 es posible
admitir que una misma norma —la sec-
ción III indicaba— pueda dar soluciones
distintas para idéntica relación, a no ser
que se admita ¡3 existencia de los subti-
pos en ésta, con especialidades capaces
de presentarse compatibles, o incompati-
bles con la norma, en función de que la
autonomía de las partes haya optado por
la duración determinada o indefinida.

Para Rudan, sin embargo, a raíz de la
ley de 18 de abril de 1962, el contrato
de aprendizaje pertenece a los de dura-
ción indefinida, toda vez que no aparece
incluido entre los que la ley autoriza a
que sean de duración determinada. En
el mismo sentido se argumenta que,
puesto que el artículo 8.° de la ley de
1955 sobre aprendizaje prevé la posibili-
dad de acumular los períodos realizados
por distintos contratos, la extinción de
éstos pudo haber sido antes de la deca-
dencia del plazo máximo de duración, y
ello pudo ocurrir, bien por voluntad ron-
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corde de las partes, bien por la fijación
de un plazo inferior a los cinco años. Es
decir, la ley estaría admitiendo implí-
citamente, tanto la duración determinada
como la indefinida para el contrato de
aprendizaje. Se replica, que además de
que la norma se limita a señalar un efec-
to sin decir nada que permita hacer más
deducciones sobre la causa, quedaría
siempre por demostrar la compatibilidad
de la duración indeterminada con el con-
trato de aprendizaje.

Es el mismo argumento, aunque con
otros términos, que se puede aducir a
la tesis de Rudan: negativamente con-
cluye que al no poder ser un contrato
de duración determinada, deberá serio de
duración indefinida. Ahora bien, como
esa alternativa es la propia del contrato
de trabajo, será necesaria la afirmación
de un elemento positivo qué garantice
la validez de la conclusión. Esto es, que
el contrato de aprendizaje sea subsumible
entre los de trabajo. Pero es algo que
está en cuestión.

Por otra parte, reconocer sin más que
se trate de un contrato de duración in-
determinada, supondría ir en contra tan-
to de la finalidad del contrato, cual es
la obtención de una capacitación (reali-
zada la cual no tiene razón de ser la
relación), como del propio interés del
aprendiz en pasar a una relación de tra-
bajo ordinaria una vez lograda su for-
mación.

Otra dificultad encuentra esta tesis en
el artículo 7.0 de la ley de 1955. En él
se dispone que el plazo máximo de du-
ración será de cinco años. Ello significa
que las partes no podrán establecer un
plazo superior, y, en definitiva, que el
aprendizaje dura como máximo el tiempo
necesario para lograr la capacitación. Es
decir, se acerca más a los contratos de
duración determinada.

De todas formas no debe confundirse
el contrato de aprendizaje con los de
trabajo de duración determinada. Es cier-

to que ambos coinciden en cuanto el pri-
mero tiene un plazo máximo, pero la
diferencia está en que, mientras en éste
la voluntad de las partes se limita a se-
leccionar un período inferior al límite de
los cinco años, en el contrato de trabajo
la opción está entre la duración indefini-
da y la duración determinada; ambas sin
límite.

Tal diferencia encuentra una justifica-
ción. Se sabe que en el contrato de tra-
bajo ordinario, el tiempo cumple la fun-
ción de determinar cuantitativamente la
intensidad de la prestación. En el contra-
to de aprendizaje, la prestación del em-
presario es única y su cumplimiento se
perfecciona en el instante en que el pla-
zo del aprendizaje expire. Es decir, en
el momento en que la formación del
aprendiz se entiende realizada. Lo que
ocurre es que durante ese tiempo se
ha venido preparando su formación, la
obligación del empresario siendo una
obligación de hacer, ha consistido más
que en una de resultado, en una obliga-
ción de poner los medios necesarios para
su logro. Al final se ha realizado el cum-
plimiento de la prestación, y con ella la
causa del contrato. No hay, pues, varias
prestaciones ni cumplimiento continuo de
una, sino sólo una prestación cuyo cum-
plimiento se ha preparado a lo largo de
la duración del contrato hasta el momen-
to en que, según la terminología roma-
nista, la obra es perfecta.

Se obtiene, entonces, la conclusión de
que así como el contrato de trabajo, tan-
to si es de duración determinada como
indefinida es un contrato en el que las
prestaciones se realizan de forma conti-
nua, en el aprendizaje, por el valor fun-
damental de la prestación del empresario,
no presenta ese carácter y, por tanto,
ni siquiera puede calificarse de trabajo.

¿Qué sentido tiene entonces la defini-
ción del artículo i.° de la ley de 1955 al
conceptuarlo como contrato especial de
trabajo? En realidad no era función del

310



REVISTA DE REVISTAS

legislador el hacer definiciones. Si lo
que pretendía era aplicar como subsidia-
ria ¡a legislación de trabajo ordinario al
aprendiz, bastaba con haberlo indicado
sin más. Quizás lo que ha ocurrido es
revelador de la tensión que la doctrina,
antes de ¡a ley, venía advirtiendo en la
estructura del contrato de aprendizaje.
La dialéctica entre la naturaleza esencial
de la locatio operis del aprendizaje y la
realidad que presenta el trabajo realizado
por el aprendiz, como requisito para lo-
grar su formación. El legislador respon-
dio a la denuncia de esa realidad apli-
cando subsidiariamente la legislación or-
dinaria de trabajo, pero excediéndose al
introducir en la ley conceptuaciones que
dogmáticamente parecen inoportunas.

Así pues, el contrato de aprendizaje se
acerca a los de duración determinada. La
diferencia estriba en que en éste no es
la voluntad de las partes quien opta por
ella, sino que la duración viene impues-
ta por la propia ley. Entonces, cabe apli-
car subsidiariamente las normas del con-
trato de trabajo de duración determinada
al aprendizaje. Pero no porque sea in-
cluible como especie dentro del género
de trabajo ordinario, lo cual no es posi-
ble como se ha visto, sino por la «afini-
dad que entre uno y otro contrato es
posible señalar por lo que respecta a las
características temporales de ambas rela-
ciones». En este sentido hay que admi-
tir que el contrato de aprendizaje puede
extinguirse antes del término fijado sólo
por justa causa, ya que ésta transciende
del contrato de duración indefinida para
encontrar aplicación también en el de du-
ración determinada.

Finalmente, analizando los efectos eco-
nómicos de la terminación del contrato se
concluye, que si bien cuando ésta ocurre
por justa causa, no es posible admitir la
indemnización de «preaviso», no cabe
hoy ninguna duda respecto a la indem-
nización de antigüedad después que la
•Corte constitucional en sentencia de 4

de febrero dp 1970 haya declarado la
inconstitucionalidad del artículo 10 de la
ley 604, sobre despidos, en cuanto de
éste pueda derivarse su inaplicación a
ios aprendices. La Corte, resolviendo así
las anteriores dudas doctrinales, ha se-
guido aquella evolución social que sub-
rayando los elementos que el aprendizaje
tiene en común con el contrato de tra-
bajo, intenta con justicia lograr una equi-
paración más completa de los aprendices
con los trabajadores ordinarios.—FRAN-
CISCO J. PRADOS DE REYES.

¡L D1RITT0 DEL LAVORO

Noviembre-diciembre 1972.

GIUSEPPE PERA : Alia ricerca di un ra-
gionevole diritto sociale. Págs. 335-356.

Si la norma jurídica positiva se dicta
en función de una realidad social deter-
minada, es indudable que las mutaciones
que sufra esa realidad social han de re-
percutir en la norma, haciendo necesaria
su adecuación. Giuseppe Pera estudia en
el trabajo, cuya noticia ofrecemos, el con-
junto de fenómenos sociales que han ve-
nido apareciendo a partir de 1945, tanto
en Italia como en el resto de los paí-
ses occidentales de estructuras políticas
democráticas, fenómenos que aconsejan la
puesta al día, no sólo de la legislación
concreta, sino también de los principios
informadores de la misma.

El hecho básico en la evolución social
y económica, por lo que a la realidad ita-
liana, al menos, se refiere, ha sido la
transformación de una economía prepon-
derantemente agraria en una economía en
!a que los sectores industrial y de servi-
cios han venido a ocupar un evidente y
destacado primer puesto, hasta el punto
de que el país se ha insertado, con to-
dos los desequilibrios que se quiera, den-
tro de los llamados desarrollados. Ello ha
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comportado, sin olvidar, por supuesto, la
decisiva influencia de otras circunstancias
internas y externas, el fortalecimiento de
determinados principios éticos y morales,
en detrimento de otros considerados has-
ta ahora (nos estamos refiriendo a un
ahora que abarca más de un cuarto de
siglo) poco menos que inmutables. En
este sentido, destacan por su interés las
reflexiones recaídas en torno a cuestio-
nes tan polémicas como el progreso, el
consumismo, la democracia liberal, la de'
nominada burocracia política parasitaria,
las tensiones que surgen con motivo de
la creciente desigualdad entre los países
desarrollados y el Tercer Mundo, etc., si
bien el propio autor reconoce la ¡mposi'
bilidad de abarcar y examinar en su con-
junto toda la gama de factores concurren-
tes y, de ahí, la necesaria parcialidad del
diagnóstico y de las medidas que, en
base al mismo, se pudieran aconsejar.

Centrado en el campo de las relaciones
laborales, se pone en tela de juicio la
oportunidad e incluso la constitucionali-
dad de medidas tan importantes como la
actividad estatal en el campo de la Em-
presa privada, las facultades y garantías
atribuidas a los trabajadores por la ley
de 20 de mayo de 1970, la indemnización
en razón a los años de servicio con oca-
sión del cese en el trabajo, las prestacio-
nes familiares y las cargas que recaen
sobre las Empresas, por aludir solamen-
te a las de mayor relevancia.

La discutibilidad de alguna de las apre-
ciaciones del autor no merma en absolu-
to el indudable interés del trabajo.

GIORGIO GRAMICCIA : Appunti sul campo
di applica&one deüa iegge 20 maggio
ígyo n. 300 con riferimento alia mate'
ría dei licen&amenti. Págs. 352-365.

La abundante literatura jurídica nacida
en Italia en torno a y con ocasión de
la ley de 20 de mayo de 1970, conocida

por el Estatuto de los trabajadores, se
ve incrementada por este trabajo en el
que se examina el ámbito de aplicación
de dicho texto legal, por lo que a la ma-
teria del despido se refiere y su inci-
dencia sobre l i normativa anterior regu-
ladora de la materia. En este orden de
cosas, el análisis se centra en el estudio
de los distintos campos donde operan,
por una parte, el artículo 18 del Estatuto
de los trabajadores, y, por otra, el 8."
de la ley número 604 de 15 de julio de
1966, delimitados, en principio, respecti-
vamente, por los artículos 35 y 11 de
ambas leyes.

En términos generales, se puede con-
cluir, siguiendo las líneas arguméntales
del autor, que la disciplina contenida en
el artículo 8.° de la ley núm. 604 de 1966
es aplicable solamente en aquellos su-
puestos no contemplados por el artícu-
lo 35 de la ley de 1970, siempre, desde
luego, que concurran los requisitos exi-
gidos por el artículo 11 citado (Empresas
donde presten sus servicios más de trein-
ta y cinco trabajadores) y, en defecto de
los condicionamientos previstos por am-
bas normas, ha de entrar en juego la
regulación del artículo 2.118 del Código
civil sobre el desistimiento ad nutum.

Como en nuestro Derecho positivo, el
dato fundamental que confiere al despido
no ajustado a la ley unas u otras conse-
cuencias radica en el número de trabaja-
dores de la Empresa o de sus unidades
productivas. Ello lleva al autor a exami-
nar la ratio legis de las limitaciones con-
tenidas en el artículo 35 del Estatuto de
los trabajadores, para concluir señalando
que el elemento fiduciario que inviste al
contrato de trabajo no es suficiente, por
sí solo, para proporcionar una explicación
satisfactoria de la discriminación legal ba-
sada en criterios numéricos, por lo que
es lícito pensar que el legislador ha te-
nido en cuenta más bien las exigencias
de organización de las Empresas en aque-
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líos casos en que )a« mismas se estrilo
turan en pequeñas unidades de produc-
ción.

GlORGio CoTTRAU: La tutela della don-
na lavoratrice e la legge 30 dicembre
1071, n. 1.204. Págs. 366-395.

El artículo 37, párrafo primero, de la
Constitución italiana, declara que la mu-
jer trabajadora tiene los mismos dere-
chos y, en igualdad de trabajo, las mis-
mas retribuciones que corresponden al
trabajador. Establece, asimismo, que las
condiciones de trabajo han de permitirle
el cumplimiento de su esencial función
familiar y asegurar a la madre y al niño
una especial adecuada protección. Se tra-
ta, por tanto, de una norma con doble
contenido: igualdad de trato para la mu-
jer trabajadora y trato de favor para la
mujer trabajadora madre o destinataria
de una función familiar. Ambos princi-
pios se complementan y limitan, en e!
sentido de que la discriminación favora-
ble a la mujer ha de estar exclusivamente
en función de y condicionada por su
condición, presente o futura, de madre.

Después de un cuidadoso examen de
la problemática que encierra el precepto
constitucional, el autor pasa al estudio
de su formulación en la legislación or-
dinaria, formulación recogida actualmen-
te en la ley núm. 1.204 de 30 de diciem-
bre de 1971. En ella la tutela de la
mujer trabajadora se efectúa a través de
una triple vertiente: física, económica y
sanitaria.

Por lo que a la tutela física se refiere,
tema que constituye el núcleo fundamen-
tal del trabajo, son examinados en primer
lugar los posibles supuestos excluidos de
la misma, aspecto este cuya complejidad
requiere su desarrollo en un futuro re-
glamento de aplicación de la ley. El con-
fenido de las medidas protectoras, en

esta materia, se traduce en una serie
iii: ubiiy.iiioiii-.s positivas y' nrpnfivas a
enrgo del empresario. Las obligaciones
negativas consisten en: a) prohibición
de despedir a la trabajadora durante la
gravidez, el puerperio y el primer año
de edad del niño; b) prohibición de des-
finarla a trabajos molestos, peligrosos, pe-
nosos c insalubres durante toda la gravi-
dez, así como por un determinado perío-
do de tiempo posterior al parto; c) pro-
hibición de emplear a la mujer en cual-
quier tipo de trabajo durante un deter-
minado período de Mempo anterior y pos-
terior al nacimiento del niño. Las obliga-
ciones positivas, por su parte, se concre-
tan en la concesión de permisos retribui-
dos para amamantar al niño, de ausencia
al trabaio durante la gestación y el puer-
perio y en los casos de enfermedad del
niño durante sus tres primeros años. Es-
tas medidas se complementan por la tu-
tela sanitaria (asistencia médica durante
el embarazo y hospitalaria con ocasión
del parto) y !a económica, que se desdo-
bla en una serie de derechos ligados, por
una parte, al propio contrato de trabajo
y, por otra al sistema de aseguramiento
obligatorio, incluyéndose, dentro de las
primeras, la obligación de retribuir las
ausencias para el amamantamiento, del
niño y el cómputo de los períodos de abs-
tención obligatoria y facultativa del tra-
bajo a determinados efectos, como anti-
güedad, etc., y, dentro de las segundas,
el derecho de la mujer a una indemniza-
ción del 80 por 100 de su retribución du-
rante todo el período por ausencia obli-
gatoria.

La opimen final que al autor merecen
las medidas adoptadas por la ley en fa-
vor de la mujer trabajadora madre es al-
tamente favorable, ya que, a su juicio,
las mismas no solamente realizan de for-
ma completa el precepto constitucional,
sino que responden satisfactoriamente a
las exigencias actuales de la comunidad.
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FÜLVIO BIANCHI D'URSO: Lavoro sporti-

vo e ordinamento giuridico dello Stato:
calciatori professionisti e societá sporti'
ve. Págs. 396-413-

El examen de cuestiones tan controver-
tidas, al menos en la literatura jurídica
italiana, como la autonomía del ordena-
miento deportivo frente al ordenamiento
jurídico del Estado, la misma posibilidad
de existencia de ordenamientos jurídicos
autónomos en relación con el estatal y el
carácter público, privado o híbrido de la
autonomía productora de las normas que
regulan la actividad deportiva, constituye
el necesario preámbulo a través del cual
nos introduce el autor en el núcleo de
su trabajo.

Al objeto de determinar la naturaleza
de! ordenamiento deportivo, es preciso
dejar clara la de la relación existente en-
tre el deportista y la sociedad u orga-
nización que contrata su esfuerzo. En
este sentido, por lo que a la actividad
deportiva profesional se refiere (el autor
examina fundamentalmente la parcela so-
cio-jurídica de los jugadores de fútbol),
parece indudable que nos encontramos
ante un propio y verdadero contrato de
trabajo, entendiendo por «trabajo» su
concepto jurídico de actividad apta para
la satisfacción de una necesidad ajena.

Un análisis de las notas configurado'
ras del contrato deportivo, en base al ele-
mento causal y a la luz del Derecho co-
mún, lleva al autor a la conclusión de
que estamos en presencia de un contrato
de cambio, oneroso y sinalagmático. Ma-
yor dificultad plantea su calificación co-
mo contrato de trabajo subordinado, con-

trato de trabajo autónomo o contrato de
trabajo innominado o atípico. A este res-
pecto, es preciso comenzar señalando que
ni las posiciones doctrinales ni las deci-
siones jurisprudenciales, que con frecuen-
cia han recaído sobre el tema, ofrecen
un panorama unívoco y convincente.
Abandonando, después de un meditado
estudio, la tesis que sostiene la atipicidad
del contrato de trabajo deportivo, el aná-
lisis se centra en determinar si se trata
de una locatio operarum o de una locatío
operis. Dado que ni la onerosidad ni la
participación o no participación en los
riesgos del empresario son notas exclusi-
vas de uno u otro tipo de contrato, es
preciso acudir a! examen de la subordi-
nación en sentido técnico jurídico, cuya
presencia no advierte el autor en la ac-
tividad deportiva profesional, por lo que
termina afirmando que nos hallamos ante
un contrato de trabajo autónomo. No es
obstáculo a esta calificación la serie de
limitaciones personales a que se ve so-
metido el deportista, ya que se trata de
imposiciones exigidas por la propia acti-
vidad deportiva, que redundan, en defi-
nitiva, en su propio beneficio.

Estemos o no de acuerdo con las con-
clusiones a que se llega en el estudio, lo
cierto es que el tema, meditada y seria-
mente tratado, se presenta indudable-
mente sugestivo, en especial si tenemos
en cuenta que recientes resoluciones ju-
risprudenciales, al incluir definitivamen-
te la actividad deportiva profesional en
el ámbito del Derecho laboral, lo han co-
locado en el primer plano de la actuali-
dad jurídica de nuestro país.—JOSÉ MA-
RÍA SUÁREZ.
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I N T E R N A C I O N A L

REVISTA INTERNACIONAL
DEL TRABAJO

Vol. 88, núm. 2-3, agosto-septiembre
1973-

S. A. IVANOV: Nueva codificación de la
legislación laboral soviética.

Con base a la declaración de princi-
pios fundamentales del Soviet Supremo
de 1970, comienza en la URSS el proce-
so de codificación de la legislación labo-
ral soviética. Tal codificación responde,
según Ivanov, al mismo propósito que
ha presidido toda la evolución de la le-
gislación laboral soviética: un deseo de
adaptación de ¡a legislación a la realidad
económica y social del país y, aún más,
una adaptación, en lo posible, a las nece-
sidades futuras.

La nueva ordenación exigía una jerar-
quización de fuentes y una incardinación
respecto de las normas internacionales del
trabajo. Por lo que se refiere a la prime-
ra, y a grandes rasgos, los principios fun-
damentales ocupan un lugar primordial
y a ellos debe sujetarse el resto de la
normativa, pues tales principios de Va-
lidez general tienen la consideración de
superley. Siguen a éstos las normas de
carácter federal y, en régimen de subor-
dinación a ellas, los Códigos de trabajo
de cada una de las Repúblicas federadas.
Por otra parte, la formulación de los prin-
cipios fundamentales se realizó teniendo
en cuenta las normas internacionales del
trabajo, especialmente por lo que se re-
fiere a los convenios ratificados por la
Unión Soviética.

Analiza el autor los aspectos más carac-
terísticos de la nueva legislación, de en-

tre los cuales merece destacar los si-
guientes :

— Exigencia de un motivo válido
para rehusar contratar a una persona,
con lo que se impone una importante
limitación a la libertad de contratación
de la administración.

— Por lo que se refiere a la esta-
bilidad en el empleo, el consentimien-
to del Comité sindical de fábrica para
proceder al despido y la responsabi-
lidad material de la persona que or-
dena un despido ilegal, son las más
importantes innovaciones de la nueva
legislación.

— La nueva legislación amplía tan-
to los derechos sindicales como las ga-
rantías de sus miembros; ahora bien,
tal ampliación por vía normativa que
recuerda en su formulación otras de
signo ideológico marcadamente con'
tranas, merecerían ser valoradas des-
de la perspectiva de su aplicación prác-
tica, único módulo válido que puede
cualificar los medios de autodefensa
del trabajador. Desde este punto de
vista nos parece relevante que sean
muy escasas las situaciones en que
se atribuye a los Sindicatos un autén-
tico poder de decisión, al tiempo que
muy numerosas aquéllas en que se les
otorga un derecho de proposición o
petición.

Tras concluir que la legislación labo-
ral es la más dinámica de las ramas del
Derecho, afirmación, por lo demás, poco
original, el autor hace depender el futuro
de la legislación laboral soviética de la
elevación del nivel material y cultural
de la vida, de la tasa de crecimiento de
la producción socialista, del aumento de
la eficacia, del progreso científico y téc-
nico y del incremento más rápido de la
productividad del trabajo.
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Vol. 88, núm. 4, octubre 1973.

JEAN MouUN: Precios, salarios, desent'
pleo. La inflación en el pensamiento
económica actual.

El sendero de equilibrio que se supo-
nía existía entre la inflación y el desem-
pleo se ha demostrado inexistente, pues
estas dos zonas aparecen con frecuencia
superpuestas, dando origen a lo que ha
pasado a denominarse «estanflación».

Se ha puesto de manifiesto que una
tasa elevada de desempleo puede coexis-
tir con tasas elevadas de aumento de sa-
larios. Partiendo de este planteamiento,
el autor se plantea dos posibles actitu-
des:

— Aceptar la inflación como mal
necesario, intentando corregir sus efec-
tos perjudiciales.

— Actuar sobre las causas de la
inflación.

ríe de medidas para actuar sobre dicho*
mercado:

— Mejorar el funcionamiento del
mercado del empleo.

—• Suprimir sus estrangulamientos
mediante políticas de formación, r e
adaptación y orientación profesional.

— E integrar la fracción desemplea-
da de la fuerza de trabajo secundaria
en la mano de obra ocupada y pro'
ductiva.

Coincidiendo con esta política sobre z\
mercado de! empleo, el autor propone
una actuación paralela en la política del
ingreso.

La inflación, concluye, es un fenómeno
esencialmente vinculado al comportamien-
to de los agentes económicos, comporta-
miento que será más fácilmente orienta-
ble y producirá mejores frutos cuanto
mayor sea el índice de colaboración vo-
luntaria de dichos agentes en la función
social.

La primera de dichas actitudes, que pu-
diera tener una justificación en el plano
político, no la tiene, desde luego, desde
un plano social —el aumento de los pre-
cios gravita siempre más sobre los grupos
más débiles— ni' tampoco desde un pla-
no económico. Desde este último punto
de vista, el trade^off, es decir, el grado
de inflación que es necesario tolerar pa-
ra lograr o mantener un determinado ni-
vel de empleo tendería a agudizarse, co-
mo claramente ha puesto de manifiesto
la experiencia en distintos países. Se im-
pone, por lo tanto, una investigación so-
bre las causas que determinan la existen-
cia del trade-off desfavorable, con el fin
de actuar sobre ellas. Estas causas, se-
gún expone el autor, pueden centrarse en
el mercado del empleo y propone una se-

Vol. 88, núm. 5, noviembre 1973.

GERARD M. J. VELDKAMP: Coherencia de
una política de Seguridad Social.

Tras calificarse de incoherentes los re-
gímenes de Seguridad Social existentes,
incoherencia que se imputa a un desarro-
llo gradual y desarticulado de tales re-
gímenes, el autor mantiene la tesis de
que, en últiiito término, todos los riesgos
cubiertos por la Seguridad Social res-
ponden a una de estas dos categorías:

— Riesgo de pérdida de ingresos.
— Riesgo de gastos excepcionales.

Si bien admite la existencia de un ter-
cer riesgo que puede coexistir con los dos
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anteriores indistintamente: pérdida de
integración social.

A continuación el autor pone de ma-
nifiesto la urgente necesidad de coheren-
cia de los distintos sistemas de Seguri-
dad Social, necesidad que se acrecienta
con la expansión y desarrollo de dichos
sistemas, ya que paralelamente a su cre-
cimiento aumentan sin cesar las servi-
dumbres financieras y administrativas.

La coherencia en un sistema de segu-
ros de pérdida de ingresos debe susten-
tarse, esencialmente, sobre la base de
que resulta indiferente cuál sea el origen
de la incapacidad para trabajar (accidente,
enfermedad, desempleo tecnológico), y
tampoco existen razones válidas para di-
ferenciar la protección según se trate
de trabajadores por cuenta propia o por
cuenta ajena.

En materia de gastos excepcionales
aumentan las dificultades de establecer
Ja coherencia, si bien aparece claro para

el autor que todas las situaciones pueden
reducirse a las tres siguientes:

— Gastos que exigen un suplemen-
to del ingreso principal.

Gastos derivados de la necesi-
dad de asistencia médica.

— Gastos por concepto de asisten-
cía jurídica.

Sin aportaciones importantes en mate-
ria de financiación y administración, con-
cluye con !a propuesta de establecer una
especie de «supermercado social» que per-
mita a los «consumidores» efectuar todas
sus compras bajo el mismo techo, pues la
simplificación y unificación acercan al ré-
gimen de Seguridad Social a sus benefi-
ciarios al tiempo que reporta disminu-
ción de costes de administración y me-
jora en la prestación de servicios.—AN-
TONIO G. DE ENTERRÍA, FERNANDO PÉREZ

ESPINOSA y MARÍA EUGENIA HORTELANO

DIEZ.

317





REVISTA DE ESTUDIOS POLÍTICOS
Bimestral

CONSEJO DE REDACCIÓN
Director : Luis LEGAZ Y LACAMBRA

Secretario: MIGUEL ÁNGEL MEDINA MUÑOZ
Secretario adjunto: EMILIO SERRANO VILLAPAÑE

Agustín DE Asís GARROTE, Juan BKNEYTO PÉREZ, Salustiano DEL
CAMPO URBANO, José CORTS GRAÜ, Rodrigo FERNÁNDEZ CARVAJAL,
Torcuato FERNÁNDEZ MIRANDA, Luis GARCÍA ARIAS (+), Luis JORDANA
D» POZAS, Gregorio MARA&ÓN MOYA, Adolfo MUÑOZ ALONSO,
Mariano NAVARRO RUBIO, Carlos Ruiz DEL CASTILLO, Joaquín

Rciz - GIMÉNEZ CORTÉS, Luis SÁNCHEZ AGESTA

Sumario del núm. 192 (noviembre diciembre 1973)

Estudios:

Luis Sánchez Agesta : «Continuidad y contradicción en la Ilustra-
ción española (Las Cortes de León de Arroyal)».

Roberto Lara Velado : «Las culturas históricas en el proceso evo-
lutivo humano».

Jorge Uscatescu : «Teoría de la Información».
Emilio Serrano Villafañe : «La violencia y el odio y su papel

en la política del mundo actual».
José Luis Bermejo Cabrero : «Amor y temor al Rey (Evolución

histórica de un tópico político)».
José María Nin de Cardona : «Meditación en torno de "la vuelta

de los Budas"».
Rafael Cambra : «Víctor Pradera en el pórtico doctrinal del

Alzamiento».

Estado - Iglesia:

Isidoro Martín : «El nuevo Concordato entre la Santa Sede y la
República de Colombia».

Crónica:
Emilio Serrano Villafañe : «Congreso mundial de filosofía jurí-

dica y social».

Sección bibliográfica.

Recensiones, Soticias de libros. Revista de revistas.

Precio de suscripción anual
España 700,— pesetas.
Portugal, Hispanoamérica y Filipinas. 13,— $
Otros países 14,— $
Número suelto : España 175,— pesetas.

» » Extranjero 3,50 f
Número atrasado 225,— pesetas.

INSTITUTO DE ESTUDIOS POLÍTICOS
PLAZA DE LA MARINA ESPAÑOLA, «.—MADRID-13 (E»p«fi*>



REVISTA DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA
Cuatrimestral

CONSEJO DE REDACCIÓN
Presidente: Luis JORDANA DE POZAS

Manuel ALONSO OLEA, Juan I. BERMEJO GIRONES. José M.» BOSUKRA
OLIVER. Antonio CARRO MARTÍNEZ. Manuel F. CLAVERO ARBVALO.
Rafael ENTRENA CUESTA. Tomás Ramón FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ.
José A. GARCÍA-TREVIJANO FOS. Fernando GARRIDO FALLA. Ri-
cardo GÓMEZ-ACEBO SANTOS. Jesús GONZÁLEZ PÉREZ. Ramón MARTÍN
MATEO. Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO BAQÜER. Sebastián MARTÍN-
RKTORTILLO BAQUER. Alejandró NIETO GARCÍA. José Ramón PARADA
VÁzguEZ. Manuel PÉREZ OLEA. Fernando SAINZ DE BUJANDA. José

Luis VILLAR PALASÍ
Secretario : EDUARDO GARCÍA DE ENTERRÍA

Secretario adjunto: JUAN ALFONSO SANTAMARÍA PASTOR

Sumario del núm. 72 (septiembre=diciembre 1973)

ESTUDIOS :
T. R. Fernández Rodríguez : «Las competencias administrati-

vas en materia de aguas subterráneas».
G. Ariño Ortiz : «Corporaciones profesionales y Administra-

ción pública».
J. Bermejo Vera : «La nacionalización ferroviaria de 1941».

JURISPRUDENCIA: L Comcntarios monográficos

J. A. Santamaría Pastor: «¿Crisis definitiva de la reforjnatio
in pejuslt'.

V. R. Vázquez de Prada : «La autonomía local y la interpre-
tación de las exenciones tributarias totales».

I I . Notas
1) Conflictos jurisdiccionales (L. Martín-Retortillo),
2) Contencioso-administrativo:

A) En general (Juan Prats Cátala y Jorge Nonell Galindo).
R) Personal (Rafael Entrena Cuesta).

CRÓNICA ADMINISTRATIVA : j

Pedro M.a Larumbe Biurrún : «Comentarías a la reforma del
texto articulado de 8 de abril de 1965 de Contratos del
Estado, por ley 3/1973, de 17 de marzo».

Marcelino Sánchez Pérez : «Opciones de reforma de la estruc-
tura del Ministerio de Educación v Ciencia». •

II. Extranjero
Antonio P. Tenessa : «Régimen de las inversiones extranjeras

en México».
Eduardo Gorostiaga Alonso-Villalobos : «Notas sobre el régi-

men legal de Telecomunicaciones de la República del Perú».

BIBLIOGRAFÍA :

I. Recensiones y noticia de libros!
II. Revista de revistas.

Precio de suscripción anual
España 750,— pesetas.
Portugal, Iberoamérica y Filipinas ... 14,— $
Otros países " 15, $
Número suelto : España " 275,—pesetas.

» • » Extranjero 5,— $

Pedidos: ; , - . •; •
.fc-i>lA-!E.-.S.;P. O., Calle del Reloj, : I, MADRID-13 (España) : '



REVISTA DE ECONOMÍA POLÍTICA
Cuatrimestral

CONSEJO DE REDACCIÓN

Presidente : RODOLFO ARGAMENTEBÍA GARCÍA

Francisco GARCÍA LAMÍQUIZ, Carlos GIMÉNEZ DE LA CUADRA, José
GONZÁLEZ PAZ, Carlos CAVERO BEYARD, José ISBERT SORIANO, Julio

JIMÉNEZ GIL

Secretario: RICARDO CALLE SAIZ

Sumario del núm, 65 (septiembre=diciembre 1973)

Artículos:

Ramiro Campos Nordmann: «Análisis económico del sector
pesca marítima español».

Ricardo Calle Saiz : «Una nota sobre las recientes aportacio-
nes a la teoría de los bienes públicos».

Gonzalo Pérez de Anniñán : «La autoridad financiera y la re-
gulación monetaria, crediticia y de cambios».

Emilio C. Conde Fernández-Oliva : «Los efectos económicos
y fiscales de los derechos de importación».

J. M." Maroto de las Heras : «Los precios al consumo y de los
productos alimenticios».

José Menéndez : «La publicidad como factor de desarrollo eco-
nómico y social».

Documentación:

«El problema de la reforma agraria en la América Latina»,
de Tilomas F. Carroll.

Reseña de publicaciones.

Precios de suscripción anual

España 500,— pesetas.
Portugal, Iberoamérica y Filipinas ... 9,— $
Otros países 10,— $
Número suelto : España 200,— pesetas.

» » Extranjero 3,50 |
Número atrasado 225,— pesetas.

INSTITUTO DE ESTUDIOS POLÍTICO?

PLAZA DE LA MARINA ESPAÑOLA, 8.—MADRID (ESPAÑA)
21



REVISTA DE POLÍTICA INTERNACIONAL
Bimestral

CONSEJO DE REDACCIÓN

Presidente: JOSÉ MARÍA CORDERO TORRES

Camilo BARCIA TRELI.ES, Emilio BELADÍKZ, Eduardo BLANCO RO-
DRÍGUEZ, Gregorio BURGUESO ALVAREZ, Juan Manuel CASTRO RIAL,
Félix FÍRNÁNDKZ-SHAW, Jesús FUEYO ALVARÍZ, Rodolfo GIL BE-
NUMEYA, Antonio DE LONA GARCÍA (f), Enrique MANERA REGUSYRA,
Luis GARCÍA ARIAS (f), Luis MARINAS OTERO, Carmen MARTÍN DE LA
ESCALERA, Jaime MENENDEZ (f), Bartolomé MOSTAZA, Fernando
MORILLO RUBIERA, Román PERPTNA GRAO, Leandro RUBIO GARCÍA,
Tomás MESTRE VIVES, Fernando DE SALAS, José Antonio VÁRELA»

D APONTE, Juan DE ZAVALA CASTELLA

Secretario:

JULIO COLA ALMCRICH

Sumario del núm. 131 (enero=febrero 1974)

Estudios:

«El conflicto del Oriente Medio y sus repercusiones ecuménicas»,.
por Camilo Barcia Trelles.

«Nuevas consideraciones sobre una guerra inacabada», por Juan
de Zavala.

«Interés nacional y política internacional», por Leandro Rubio
García.

«Los micro-Estados y su ingreso en las Naciones Unidas», por
Juan Aznar Sanche/,.

«La Conferencia de plenipotenciarios de la Unión Internacional
de Comunicaciones (UIT) de Málaga-Torremolinos, 1973», por
Félix Fernández-Shaw.

«La política exterior de la Repi'iblica Federal de Alemania», por
Stefan Glejdura.

Notas:

«La otra actualidad "oriental" en torno al Mar Rojo», por Ro-
dolfo Gil Benumeya.

«El ECOCEN, organismo de cooperación económica asiática», por
Luis Marinas.

«Efervescencia política en el Congo (IV)», por Vicente Serrano
Padilla.

«El Estado ruso y la Iglesia ukraniana (III)», por Ángel Santos
Hernández, S. J.

Cronología. Sección bibliográfica. Recensiones. Noticias de libros.
Revista de revistas. Actividades. Documentación internacional.

Precio de suscripción anual

España 650,— pesetas.
Portugal, Iberoamérica y Filipinas ... 12,— f
Otros países 13,— $
Número suelto: España 150,— pesetas.

i) >> E x t r a n j e r o 3,— $

INSTITUTO DE ESTUDIOS POLÍTICOS
PLAZA DE LA MARINA ESPAÑOLA, 8.—MADRID (ESPAfJA)-



REVISTA DE ESTUDIOS SOCIALES
Cuatrimestral

Director : Luis GONZÁLEZ SEARA
Secretario: JOSÉ SANCHEZ CANO

CONSUJO ASESOR
Efrén BORRAJO DACRUZ, Salustiano DEL CAMPO UHBANO, Manuel
CAPEto MARTÍNEZ, José CASTILLO CASTILLO, Juan DÍEZ NICOLÁS,
José Manuel GONZÁLEZ PARAMO, José JIMÉNEZ BLANCO, Manuel
JIMÉNEZ QUÍLEZ, Carmelo LISÓN TOLOSANA, Francisco MORILLO
FERROL, José Luis PINILLOS, Luis SÁNCHEZ AGESTA, Juan VELAKDE

FUERTES, Carlos MOYA VALGARÓN

Sumario del núm. 8 (mayo=agosto 1973)

Estudios y notas:

Carmelo Lisón Tolosana : «Arte verbal y estructura social en
Galicia».

Baldomcro Cores Trasmonte : «La* Elecciones Parlamentarias
de 1918 en Galicia y el racionalismo Gallego».

José J. Toharia Cortés : «La snbcultura de oposición en la Es-
paña parlamentaria».

Julio Rodríguez Ararnberri : «Los límites de la investigación
sociológica».

Tadeuz Wyrwa : «La función de la intelligentsia polaca».
Osear Alzaga Villamil : «Aproximación al pensamiento demó-

crata cristiano».
Jesús M. de Miguel 3- Eduardo Sevilla Guzmán : «Tipos de

índices en Sociología».
Juan A. Ramírez : «Los personajes de la Escuela Bruguera».
José Luis Bermejo : «Mayores, medianos y menores en la men-

talidad castellana de la Baja Edad Media».
Isidoro Moreno Navarro : «Familia y estratificación social en

un pueblo de la Baja Andalucía : la composición del grupo
doméstico».

Documentación e información.

Bibliografía.

Suscripciones
España:

Número suelto 150,— ptas.
Suscripción anual (tres números) 400,— 1

Otros países:
Número suelto 4,— $
Suscripción anual (tres números) 10,50 $

Redacción y Administración:

CENTRO DE ESTUDIOS SOCIALES
Palacio de Oriente. Calle Bailen. MADR1D-13. Teléf. 247-14 31

pedídos y suscripciones:
LIBRERÍA EDITORIAL AUGUSTINUS

Gaztambide, 75-77. Teléfs. 244 24 30 y 449 73 15. MADRID-15



ULTIMAS NOVEDADES PUBLICADAS
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LA LIBERTAD RELIGIOSA COMO DERECHO
DE LA PERSONA
Por el Padre Francisco DE PAULA VERA URBANO. Un volumen

en rústica de 17,5x25 cms. Edición 1971. 266 págs. Colección «Bi-
blioteca de Cuestiones Actuales».

Siguiendo el propósito del lema de esta colección «En el nivel
del tiempo», esta obra abre a la consideración del lector una
cuestión incorporada como novedad en nuestra Legislación espa-
ñola : los conceptos de «libertad religiosa» y «tolerancia», cobran
su expresión estudiosa en el contenido positivo, al tiempo que el
autor trata de hallar en su estudio los fundamentos inconmovi-
bles de este sagrado derecho como una formulación práctica
atendiendo a los condicionamientos sociales que exige hoy el cam-
po de la convivencia social. Sobre esta problemática se estudia la
parte doctrinal y el fundamento filosófico jurídico del derecho
a la libertad religiosa, para señalar después las limitaciones de
la libertad humana y las exigencias que puede plantear por ra-
zones de orden público.

La obra queda actualizada para la consideración del estudioso
en la materia con unos Apéndices en los que se recogen las de-
claraciones que sobre este tema, ha pronunciado el Concilio Va-
ticano II, el Consejo Ecuménico de las Iglesias relativo a Ja
libertad religiosa y una mención especial y puesta al día de la
Legislación española vigente sobre esta materia.

Precio: 225 ptas.

FORMACIÓN Y APLICACIÓN DEL DERECHO.
ASPECTOS ACTUALES

Por José María MARTIN OVIEDO, ün volumen en rústica de 15,5x21
centímetros. Edición 1972. 200 págs. Coleción «Serie Jurídica».

En palabras del propio autor, su trabajo pretende ofrecer un
panorama de las aportaciones doctrinales actuales a los proce-
sos de formación y aplicación del Derecho, que en el fondo son
los que constituyen la dinámica jurídica de la sociedad moderna.

Es cierto que el Derecho no debe ser una «técnica de control
social», pero no es menos cierto también que la vida jurídica no
puede quedar reducida a un mero «juicio emocional». El Derecho
debe cumplir hoy una función realista, su adaptación constante
para luchar por la justicia, ese es el tema del libro.

Desde una consideración de la doctrina clásica sobre la For-
mación del Derecho, como un fenómeno general hasta el lega-
lismo de las teorías actuales, el autor analiza los problemas de
la determinación de la norma, la situación actual de la teoría
y de la técnica de la interpretación jurídica, la integración de la
norma en el Derecho positivo y el problema de las lagunas jurí-
dicas, temas todos que resaltan la consideración fundamental que
merece hoy el estudio de este proceso para una correcta aplica-
ción de la Justicia.

Precio: 200 ptaS-



MELCHOR DE MACANAZ (Testamento político.
Pedimento fiscal)

Noticia biográfica por Joaquín MAIDONAUÜ MACANAZ. Edición y notas
por F. MALDONADO DE GUEVARA. Volumen en rústica de 15,5x23
centímetros. Edición 1972. 256 págs. Colección «Historia Política».

La figura histórica de Macanaz, el que fue Fiscal General de la
Monarquía con los Borbones, queda ampliamente resaltada en esta
obra en la que se recoge las noticias que de este personaje político
dio de él uno de sus sucesores. La vida de este personaje, tan vincu-
lada a una de las épocas más importantes de la evolución histórica
de nuestra Patria, ofrece noticia de la azarosa vida y nota de dos
de los documentos escritos por el propio Macanaz, que suponen
una aportación definitiva para el enjuiciamiento de nuestra histo-
ria patria, como son los problemas del regalismo, del jansenismo,
de la Inquisición, de la lucha por la Unidad Política, de la nueva
Administración, etc., que se producen en el tránsito que hay desde
1670 hasta 1739, cuando el propio Macanaz llevaba ya veintiún
años de expatriado, para considerar estos hechos históricos vincu-
lados al reinado y a l a obra de Felipe V, como muestras de interés
para explicar las razones de este libro. Es en extremo de gran
interés el llamado Testamento Político, cuya versión se da ahora
íntegra y cuya lectura merece atención, admiración y respeto
para el que fue su autor, que lo redactó ya dentro de una prema-
tura ancianidad y limitado a la mísera condición de prisionero.

Esta versión está enriquecida con numerosas notas documen-
tales sobre Macanaz y sobre temas hispánicos que realiza y co-
menta F. Maldonado de Guevara.

Precio : 225 ptas.

TRATADO ELEMENTAL DE DERECHO
DEL TRABAJO

Por Miguel HERNAIZ MÁRQUEZ (Colección «Estudios de Trabajo
y Previsión». 11.a edición, 1972. 2 vols. en rústica de 16x24 cm.)

El éxito alcanzado en las ya numerosas ediciones de esta obia
ha permitido el lanzamiento de esta 11.a edición en dos volúme-
nes para su más fácil manejo. Edición que actualiza el tema del
Derecho laboral, no sólo desde la parte general o doctrinal, sino
desde la normativa del Derecho positivo vigente.

La clara exposición y ordenación de las distintas materias que
toca el autor hacen de ella no sólo una consulta obligada para el
especialista de esta rama del Derecho, sino la facilidad de servir
por su total unidad a una función docente.

Precio de los dos volúmenes : 875 ptas.
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Administración :
LIBRERÍA CIENTÍFICA DEL C. S. I. C.
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REVISTA DEL INSTITUTO DE CIENCIAS SOCIALES
(DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE BARCELONA)

Director: JORGE XIPRA HEHAS

Sumario del núm. 22 (segundo semestre

Televisión, Política y Economía

I. Televisión y política:

Francisco Sanabria : «La televisión entre la cultura y la polí-
tica».

Georges H. Mond : «La televisión des pays socialistas entre la
culture et la politíque».

José María Desatites : «Televisión sin derecho, televisión sin
política».

Francisco C. P. Balsemáo: «La televisión, instrument anti-révo-
lutionaire».

Andrés Romero : «La televisión entre la cultura y la política».
Joaquín de Aguilera : «La televisión por cable y en circuito

cerrado y las "video-cassettes" en el Derecho positivo es-
pañol».

II. Televisión y economía:

Maurice Flamant: «Televisión et Econoniie».
Alfonso Nieto y José Tallón : «La televisión entre la cultura y

la economía».
Jacques Austruy : «La dialcctique économique et la tnaítrice de

l'information».
Pavel Catnpeanu : «Itnplications sociales d'une industrie d'itna-

ges>.

III. Televisión y cultura:

José Nin de Cardona : «Información y educación política».
Patrizía di Stadío : «La televisione come strutnento di socia-

lizzazione e i suoi effetti».

Informes:

Domeníco de Gregorio : «La televisione fra cultura e política».
Joaé Luis Martínez Albertos : «Notas sobre algunos aspectos

políticos de la televisión».
Ángel Benito : «Proposiciones metodológicas para una compren-

sión histórica de la televisión».
Onorato Sepe: «Cultura e política in relazione alia gestione

dei servizi ratiotelevisivi».
Luciano Orusa : «La televisione fra cultura, la política e l'eco-

nomia».
José Emilio Estrella ; «Televisión y educación»,
Jaime Tetradas : «Informes bibliográficos».

Redacción y Administración :
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REVISTA DEL INSTITUTO DE LA JUVENTUD
Bimestral

Director: José Mariano López ^Cepero y Jurado.

Subdirector: Jesús Cubero Calvo.

Directores de Departamento:

— Investigación y Estudios : Nicolás Jiménez Villalba.
— Información, Documentación, Publicaciones y Estadística :

Modesto Ruiz de Castroviejo Serrano.
— Orientación de Servicios a la Juventud : María Haydée Al-

bera Rolón.

Redactor - Jefe de Ediciones: Luis Valero de Bernabé y Martín de
Eugenio.

Consejo de Redacción:
Beatriz de Armas Serra, José Blanco Fernández, Antonio

Fernández Palacios, Mari-Pepa García Más, Juan García Yagüe,
Clemente Martín Barroso, Luis Mendizábal Oses, Pedro Orive
Riba, José Saras Béseos, Juan Testa Alvarez, José Antonio de
Tomás y Ortiz de la Torre, Marcos Carreras Carreras.

Centro de Publicaciones.—Director : Fernando Martínez Candela.

Sumario del núm. 49 (octubre 1973)

Estudios y técnicas:

«El fracaso escolar», por Pedro Orive Riba.—«Actividad e
interacción en agrupaciones estructuradas en micrograpos», por
Antonio Ramos y Paulino González.—«El confesionario católico
y la educación de los adolescentes», por Vicentre Gómez Mier.
«La formación de los futuros agricultores», por Felipe Gonzá-
lez de Canales.—«La investigación y el investigador», por Jac-
ques Fraissard.—«Informe sobre las drogas. (II). El cáñamo
índico», por Luis Valero de Bernabé.

Síntesis, informes y recensiones. Legislación. Documentos. Revista
de revistas. Publicaciones del Instituto de la Juventud.

Precios de suscripción anual

España 300,— pesetas.
Extranjero 6,— $
Número suelto : España 60,— pesetas.

» » Extranjero 2,— $
Número atrasado : España 120,—<• pesetas.

Dirección, Redacción, Administración :

INSTITUTO DE LA JUVENTUD,
DEL INSTITUTO DE ESTUDIOS POLÍTICOS
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